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La Tributación general de los bienes in-
muebles a través del IBI se presenta como 
una exigencia general del artículo 133 de la 
Constitución que incluirá tanto a nacionales 
como a extranjeros. Sin embargo, cuando 
nos acercamos a los casos en los que el su-
jeto pasivo es un sujeto extranjero nos en-
contramos ante un ámbito casuístico, en el 
que dependiendo del sujeto titular del Dere-
cho que pueda ser objeto de la imposición 
correspondiente deberá acudirse a una regu-
lación determinada. Nos adentramos en los 
distintos supuestos y su normativa aplicable, 
pudiendo distinguir dos grupos, por un lado, 
aquellos que por ser sujetos de Derecho In-
ternacional se deban regular por lo dispuesto 
por éste de forma general o en los acuerdos 
respectivos con el Estado, y por otro los suje-
tos pasivos que no entran dentro de la esfera 
del Derecho Internacional y se regularán por 
leyes internas específi cas. Los primeros están 
compuestos fundamentalmente por Estados 
y Organizaciones Internacionales, los segun-
dos por particulares, empresas y fundaciones 
extranjeras. Nos acercamos a la legislación 
aplicable a cada caso y a la delimitación de 

ambas esferas, así como su relación con el 
Derecho de la Unión Europea que impide un 
trato desfavorable con los ciudadanos comu-
nitarios frente a los nacionales, analizando 
para ello jurisprudencia específi ca.

Tributación y soberanía

La tributación de los bienes inmuebles 
es una de las tributaciones clásicas estata-
les tanto por la facilidad de la imposición 
(acompañada de la imposibilidad de oculta-
ción) como por encontrarse estrechamente 
vinculado con el principio de territorialidad 
del Estado, directamente vinculado con la 
soberanía de éste sobre su propio territorio.

La vinculación entre territorio y fi scali-
dad en el caso de los bienes inmuebles es 
completa, y por ello se debe conectar con 
el concepto de soberanía, que incluye su 
comprensión como Poder impositivo que 
se desenvuelve dentro de su ámbito terri-
torial, con lo que no se plantea ningún tipo 
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de problema al no existir una dimensión 
externa desde la fi scalidad. Ya que, como 
señaló Garbarino (1), la soberanía del Es-
tado, como Poder Tributario soberano, está 
caracterizado a nivel interno por su carác-
ter autoritario en relación a los sujetos a él 
sometidos, frente al plano externo, en el 
que la soberanía se manifi esta en el ejerci-
cio de una plena capacidad de Derecho in-
ternacional del Estado en materia impositi-
va en relación con otros Estados. En otras 
palabras, la imposición sobre los inmuebles 
está ligada al Estado a través del principio 
de territorialidad, y en él no encontramos 
por ello los problemas de otros impuestos 
con incidencia en el ámbito internacional.

Como señala el profesor López Espa-
dafor (2), al que seguimos al escribir estas 
líneas, diferentes teorías ligan el poder tri-
butario del Estado con la idea de soberanía, 
citando autores como Blumenstein, para el 
que “el poder de imposición” se presenta 
como una emanación de la soberanía te-
rritorial” (3), Micheli (4), que concibe el 
poder de crear normas jurídicas tributarias 
como una manifestación de la soberanía, 
Cocivera (5) que defi ne el poder tributario 
como la manifestación más emergente de la 
soberanía del Estado, o autores que hablan 
de soberanía fi scal, como Casado Ollero (6),            

Sampay (7) o Sopena Gil (8), o Carli, que 
distingue en el fenómeno fi scal dos situa-
ciones, una activa, la soberanía fi scal, que 
contiene la soberanía de formación, la de 
imposición y la de percepción, y la pasiva, 
la sujeción tributaria. Igualmente Kruse 
(9), Bayona De Perogordo (10), Yebra Mar-
tul-Ortega (11) o Griziotti (12) conciben la 
soberanía fi nanciera como una de las mani-
festaciones principales de la soberanía del 
Estado, una parte de esa soberanía general.

Estas posiciones doctrinales han sido cri-
ticadas por autores como Vanoni (13), con-
sidera que el tributo no tiene una causa ex-
terior como la sumisión a la soberanía, sino 
que su existencia sólo se fundamenta en la 
necesidad de fi nanciación para la existencia 
misma del ente público. Scoca (14) atribuye 
el origen de la unión de imposición y sobe-
ranía en el Antiguo Régimen, momento en 
el que la soberanía podía entenderse como 
conjunto de prerrogativas del soberano, 
pero en la actualidad es un concepto vacío 
ya que la potestad impositiva está incluida 
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dentro de la potestad normativa general y 
no una potestad aparte. Falcón y Tella (15) 
aboga por la desvinculación total entre Po-
der Financiero y soberanía, tanto en el pla-
no interno como en el internacional. En el 
mismo sentido se expresa Rodríguez Berei-
jo (16) o de Cazorla Prieto (17), éste último 
otorga sin embargo a la soberanía aún un 
rol importante en tanto se adapte a la rea-
lidad actual, como elemento defi nidor del 
Estado, aunque no como fundamento del 
Poder tributario del Estado, distinguiendo 
tres tipos de fundamentos de ese Poder, un 
fundamento económico, la necesidad de fi -
nanciación de los entes públicos, un funda-
mento político-social, el acuerdo de cómo 
deben fi nanciarse los gastos públicos, y un 
fundamento jurídico en la Constitución.

A pesar de lo controvertido que pue-
da resultar el concepto de soberanía sigue 
manteniendo cierta vigencia. Por un lado la 
soberanía ya no se puede presentar como 
el fundamento directo del Poder Tributario, 
que reside en el pueblo el cual, como titular 
de la soberanía popular, aprueba la Cons-
titución, donde se determinarán las condi-
ciones y límites en que los poderes estata-
les podrán actuar en materia tributaria; en 
otras palabras, la Constitución se confi gura 
como sustento del poder Tributario. Pero 
por otro a la hora de analizarlo en el plano 
internacional la soberanía mantiene toda su 
virtualidad como elemento esencial defi ni-
dor del poder del Estado en su territorio, 
excluyendo la intervención exterior sobre 
potestades públicas como la Tributaria. 

Por ello el principal papel que ahora tie-
ne el concepto de soberanía dentro del ám-
bito tributario se encontrará en su vertiente 
internacional.

Además, tal como destaca el Profesor 
Espadafor (18), el concepto de soberanía 
ha cambiado, pudiéndose distinguir en ella 
una diversidad de competencias, que una 
vez individualizadas podrán ser objeto de 
transferencias, dotando al concepto de so-
beranía de elasticidad. Deberemos concebir 
en la actualidad a la soberanía en el sentido 
que señaló Diéz de Velasco (19), como un 
conjunto de atribuciones y competencias 
y no como un todo indivisible. Entre esas 
competencias unas serán de carácter terri-
torial, respecto a las cosas que se encuen-
tran dentro de su territorio y a los hechos 
que en éste acaezcan, y otras serán de ca-
rácter personal, en relación a las personas 
que habitan en territorio estatal, nacionales 
o extranjeros, o a personas determinadas 
con independencia de que se encuentren 
o no en su territorio, e incluso podremos 
distinguir una tercera competencia, como 
hace Remiro Brotóns (20), que se suma a 
la competencia territorial y a la personal, la 
competencia exterior como sujetos de De-
recho Internacional.

Dentro de la competencia personal se 
hace referencia a la competencia que el Esta-
do ostenta respecto de sus nacionales por el 
hecho de serlo y con independencia de que 
se encuentren en el territorio o no. Siendo 
ejemplo de ello la protección diplomática, o 
la potestad derivada para legislar o desple-
gar actividad judicial sobre sus nacionales y 
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eventualmente sobre las propiedades de los 
mismos en el extranjero. Por ejemplo en el 
caso de los buques y aeronaves el principio 
que juega a favor del Estado es el del Pabe-
llón o del registro de matrícula.

Pero es la competencia territorial la que 
obviamente más nos interesará en este tra-
bajo, que conlleva el derecho de ejercer en el 
territorio, con exclusión de cualquier otro, las 
funciones de un Estado, (defi nición de sobera-
nía territorial de M. Huber en el  asunto de la 
isla de Palma en 1928) y base para el ejerci-
cio de otras competencias. En palabras de la 
Corte Internacional de Justicia, (CJI/res. II-
14/96, Anexo, B.8.c) “una premisa básica, se-
gún el Derecho Internacional, para establecer 
las competencias legislativa y jurisdiccional, 
radica en el principio de la territorialidad”. 

De este modo el territorio se confi gura 
como uno de los elementos constitutivos 
del Estado y, como señala Gutiérrez Espa-
da (21), eje del Derecho Internacional. La 
Comisión de Derecho Internacional seña-
ló en 1971: (…) el sistema de Estados den-
tro del que ha funcionado tradicionalmente 
el Derecho internacional tiene como uno de 
sus fundamentos la ocupación y división de 
territorios (22). Es sobre el territorio so-
bre el ámbito en el que los Estados ejercen 
como regla general competencias plenas y 
exclusivas, que serán más o menos plenas 
en función de las obligaciones del Derecho 
Internacional y los Acuerdos que el respec-
tivo Estado haya dispuesto. Tan sólo se verá 
en este sentido limitado por los tratados 
internacionales suscritos y las obligaciones 
por ellos contraídos, también por aquellos 
tratados que supongan una cesión de com-

petencias soberanas como el caso de los tra-
tados constitutivos de la Unión Europea, o 
el Convenio de aplicación del Acuerdo de 
Schengen (1985), de 19 de junio de 1990 
que consiente a las partes penetrar o reali-
zar en el territorio de las demás funciones 
propias del poder público sin su autoriza-
ción previa y que en el caso hispano-francés 
permite una franja de 10 Km. y en el luso-
español de 50 (23), o las normas de ius co-
gens del Derecho internacional, que no sólo 
impone un límite a la libertad de los estados 
a la hora de concertar sus obligaciones jurí-
dicas, sino que escapa a la voluntad del Es-
tado correspondiente para califi car una nor-
ma como imperativa, son aquellas normas 
sustantivas de comportamiento que prohíben 
lo que ha llegado a considerarse intolerable 
porque representa una amenaza para la super-
vivencia de los Estados y sus pueblos y para 
los valores humanos más fundamentales (24) 
y cuya primera expresión la encontramos en 
el artículo 53 y siguientes de la Convención 
de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 
regulando la nulidad del tratado en caso de 
contradecir el derecho imperativo general.

Tributación de inmuebles
de estados extranjeros

En primer lugar, tras estas consideracio-
nes previas y vinculado a estas cuestiones de 
la territorialidad encontramos los Inmuebles 
propiedad de Estados extranjeros. El Dere-
cho Internacional establece una serie de pri-
vilegios e inmunidades sobre los Estados ex-
tranjeros, cuyo fundamento se encuentra en 
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la función tradicional del Estado de proteger 
a sus nacionales en el extranjero, tal y como 
señala la Convención de Viena sobre Rela-
ciones Diplomáticas de 1961, art. 3.1, que 
también recoge la Convención de Viena de 
1963 sobre Relaciones Consulares (art. 5). 
Función tradicional del Estado que en Espa-
ña la Constitución de 1978 no consagra ex-
presamente, pero se encuentra recogida en 
otras normas como el RD. 1416 de 2004. 

El régimen general de las inmunidades 
del Estado y las misiones diplomáticas se 
encuentra, en lo esencial, codifi cado en la 
Convención de Viena de 1961, régimen 
general que podría verse modifi cado en 
virtud del artículo 47 con una aplicación 
restrictiva en base a título de reciprocidad, 
aplicación restrictiva ya que estas obliga-
ciones son incondicionales, no recíprocas 
ni interdependientes.

Los privilegios o inmunidades que nos 
interesan en este trabajo son los fi scales. 
Esos privilegios están resumidos en el ar-
tículo 23 de la Convención de 1961, por 
el que el Estado acreditante y el jefe de la 
misión (extranjero) están exentos de todos 
los impuestos y gravámenes nacionales, re-
gionales o municipales sobre los locales de la 
misión, de que sean propietarios o inquilinos, 
salvo aquellos impuestos o gravámenes que 
constituyan el pago de servicios prestados. 
Exención que se extiende a la residencia del 
jefe de la misión. Igualmente, art. 28, están 
exentos todos los derechos y aranceles que 
perciba la misión por actos ofi ciales. En vir-
tud del 36.1 exención también de todo de-
recho de aduana, impuesto o gravamen.

Los derechos internos también suelen 
extender la exención fi scal a vehículos au-
tomóviles, mobiliario y enseres, material de 
ofi cina, así como suministros de agua, elec-
tricidad, hidrocarburos, alcohol, tabaco… 
siempre a título de reciprocidad (25).

En primer lugar, en el art. 1.i) se de-
fi nen los “locales de la misión” como los 
edifi cios o las partes de los edifi cios, sea cual 
fuere su propietario, utilizados para las fi na-
lidades de la misión, incluyendo la residencia 
del jefe de la misión, así como el terreno des-
tinado al servicio de esos edifi cios o de parte 
de ellos.

Esos locales, además de tener el Estado 
receptor obligación de facilitar su adquisi-
ción (art. 21) son inviolables, deben ser pro-
tegidos y no pueden ser objeto de registro, 
requisa, embargo o medida de ejecución. El 
artículo 23 ya vimos incluye una exención 
fi scal general de los locales, pero ésta no se 
aplicará, art. 23.2 a los impuestos y gravá-
menes que, conforme a las disposiciones 
legales del Estado receptor, estén a cargo 
del particular que contrate con el Estado 
acreditante o con el jefe de la misión, (al 
igual que aquellas que constituyan el pago 
de servicios particulares prestados). Esto 
implica, para los locales, que los inmuebles 
arrendados tributarán con normalidad. 

Igual inviolabilidad y protección de los 
locales de la misión se extiende a la residen-
cia particular del agente diplomático (art. 
23).

En relación con los agentes diplomáti-
cos, se les dota (art. 31) de inmunidad de 
jurisdicción penal del Estado receptor, así 
como de inmunidad de su jurisdicción ci-
vil  y administrativa, aunque limitada (art. 
38) a los actos ofi ciales realizados en des-
empeño de sus funciones. Pero en ningún 
caso gozarán de inmunidad los inmuebles 
particulares del Estado receptor salvo que 
el agente los posea por cuenta del Estado 
(apartado a).

Además según el artículo 34 los agen-
tes, en general, están exentos de todos los 
impuestos y gravámenes personales o rea-
les, nacionales, regionales o municipales, 
con una serie de excepciones entre las que 
encontramos sobre los impuestos y gravá-
menes sobre los bienes inmuebles privados 
que radiquen en territorio del Estado recep-
tor, salvo que los posea por cuenta del Esta-

(25) REMIRO BROTÓNS, A. et alii, Derecho Inter-
nacional, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia 2007, p. 1009.
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do acreditante y para los fi nes de la misión. 
El apartado f del art. 34 también excluye 
los derechos de registro, aranceles judiciales, 
hipoteca timbre, cuando se trata de bienes in-
muebles, (que incluiría el supuesto, actual-
mente derogado en la legislación española, 
de la tasa de inscripción catastral). En todo 
caso excluiremos, como hemos visto, al jefe 
de la misión, al que el art. 23 exime. Los 
privilegios de los arts. 29 a 36 se extien-
den a los familiares del agente (art. 37.1) 
siempre que no sean nacionales del Estado 
receptor, y para los familiares del personal 
administrativo y técnico de forma más res-
trictiva. 

Respecto a los Consulados, la conven-
ción de Viena de 1963 determina en los ar-
tículos 2.1 y 4.1 que tanto el establecimien-
to como el envío de la ofi cina deben estar 
sometidos al consentimiento expreso del 
Estado receptor. En relación con los con-
ceptos territoriales de los consulados debe-
mos distinguir en el ámbito que nos ocupa 
la “circunscripción consular”, el territorio 
atribuido a una ofi cina consular para el 
ejercicio de las funciones consulares, (art. 
1,b) de los “locales consulares”, los edifi -
cios o las partes de los edifi cios y el terreno 
contiguo que, cualquiera que sea su propie-
tario, se utilicen exclusivamente para las 
fi nalidades de la ofi cina consular.

Respecto a la circunscripción consular 
no tiene interés tributario. Es el territorio 
fi jado por el Estado receptor (al igual que 
la ofi cina consular y su clase, art. 4.2) y no 
podrá ser modifi cada por ninguno de los 
dos Estados sin el consentimiento del otro 
ni abrir dependencias que formen parte de 
la primera (art. 4.3 a 4.5). Tiene funciones 
tales como identifi car en la carta de patente 
(art. 11) con precisión, la sede de la ofi cina 
consular. Hace referencia al ámbito terri-
torial en el que la respectiva ofi cina tiene 
jurisdicción, con efectos en casos de deten-
ción (art. 36) o fallecimiento (art. 37)

De este modo son los locales consulares 
los que nos interesan, defi nidos como los 
edifi cios o las partes de los edifi cios y el terre-

no contiguo que, cualquiera que sea su propie-
tario, se utilicen exclusivamente para las fi -
nalidades de la ofi cina consular. Su régimen 
incluye la obligación de proteger y respetar-
los por el Estado receptor, se puede confi ar 
su custodia a un tercer Estado (art. 27), el 
Estado receptor tiene obligación de facilitar 
la adquisición de los locales necesarios (art. 
30),  son inviolables y no podrán ser objeto 
de ninguna requisa por razones de defensa 
nacional o de utilidad pública (art. 31). El 
artículo 32 preceptúa: Los locales consulares 
y la residencia del jefe de a ofi cina consular de 
carrera de los que sea propietario o inquilino 
el Estado que envía, o cualquiera persona que 
actúe en su representación, estarán exentos de 
todos los impuestos y gravámenes nacionales, 
regionales y municipales, excepto de los que 
constituyan el pago de determinados servicios 
prestados. A lo que se añade un párrafo segun-
do destacando que esa exención fi scal (…) no 
se aplicará a los impuestos y gravámenes que, 
conforme a la legislación del Estado receptor, 
deba satisfacer la persona que contrate con el 
Estado que envía o con la persona que actúe 
en su representación. 

De este artículo 32 se deriva una exen-
ción de los Estados respecto del IBI, pero 
es una exención que sólo afecta a los Es-
tados, con independencia del derecho que 
ostente sobre el inmueble. Sin embargo, 
en el supuesto de que haya otro sujeto ti-
tular de un derecho real sobre ese mismo 
inmueble éste sujeto no se verá en ningún 
caso benefi ciado por exención alguna, que 
sólo y exclusivamente afectará a los Esta-
dos en cuanto titulares. Note el lector cómo 
no hay referencia a ningún derecho real en 
particular, la persona que contrate con el Es-
tado que envía. 

Sin embargo, a la hora de aplicar este 
régimen debemos considerar que el centro 
en torno al que pivota la tributación del IBI 
es la parcela catastral, que es la parcela o 
porción de suelo de una misma naturaleza, 
enclavada en un término municipal y cerrada 
por una línea poligonal que delimita, a tales 
efectos, el ámbito espacial del derecho de pro-

JULIO CÉSAR MUÑIZ PÉREZ



61

LA TRIBUTACIÓN DE LOS INMUEBLES DE EXTRANJEROS

piedad de un propietario o varios pro indiviso 
y, en su caso, las construcciones emplazadas 
en dicho ámbito, cualquiera que sea su dueño, 
y con independencia de otros derechos que re-
caigan sobre el inmueble, (art. 6.1 del RDL 
1/2004 de 5 de marzo). En este sentido se 
deben aplicar unas inmunidades a unos 
supuestos que pueden no encajar absoluta-
mente en el tipo. 

Si bien en la mayor parte de los casos 
se podrá salvar por aplicación del art. 6.2 
del RDL 1/2004, al distinguir los distintos 
elementos privativos susceptibles de apro-
vechamiento independiente. Y sin embargo 
puede darse el caso de encontrarnos con 
una parcela catastral que contenga locales a 
los que sí deba aplicarse la exención y otros 
a los que no, (todos ellos con una misma 
referencia catastral), en general se tenderá 
a aplicar a ese inmueble de forma global la 
exención, pero quizá sería posible reducir 
el valor catastral de los locales objeto de 
exención a la hora de calcular la base im-
ponible del impuesto, o bien, la solución 
más razonable, acometer una división de la 
parcela conforme a los distintos usos otor-
gando a cada una su respectiva referencia 
catastral.

En este sentido deberemos interpretar el 
art. 55 de la CV 63, apartados 2 y 3, que al 
referirse a la obligación de no utilizar los 
locales consulares de forma incompatible se 
determina que no excluye la posibilidad de 
instalar en una parte del edifi cio en el que 
se encuentren los locales consulares, ofi ci-
nas de otros organismos o dependencias, 
con la condición de que estén separados. 
En este caso, dichas ofi cinas no se considera-
rán, a los efectos de la presente Convención, 
como parte integrante de los locales consula-
res, con lo que no se benefi ciarán de la exen-
ción (ni de ningún otro derecho dimanado 
de la convención).

De forma muy similar al art. 32 se pro-
nuncia el 60, respecto a la exención fi scal 
de los locales consulares de una ofi cina con-
sular, cuyo jefe sea un funcionario consular 
honorario y de los cuales sea propietario o 

inquilino el Estado que envía, sin ser igual-
mente de aplicación a aquellos impuestos 
y contribuciones que, según las leyes y re-
glamentos del Estado receptor, habrán de ser 
pagados por la persona que contrate con el 
Estado que envía. 

Así pues, la regulación no cambia entre 
embajadas y consulados, y este esquema es 
el que se mantendrá de forma general en 
el resto de casos. Como por ejemplo en 
la exención fi scal prevista para los locales 
de las misiones especiales, artículo 24 de 
la Convención sobre misiones especiales 
(26), que dispone: En la medida compatible 
con la naturaleza y la duración de las funcio-
nes ejercidas por la misión especial, el Estado 
que envía y los miembros de la misión especial 
que actúan por cuenta de ésta estarán exentos 
de todos los impuestos y gravámenes naciona-
les, regionales o municipales sobre los locales 
ocupados por la misión especial, salvo que se 
trate de impuestos o gravámenes que consti-
tuyan el pago de servicios particulares presta-
dos. Y tampoco se aplicará a los impuestos y 
gravámenes que, conforme a las disposiciones 
legales del Estado receptor, estén a cargo del 
particular que contrate con el Estado que en-
vía o con un miembro de la misión especial.

Pero note nuestro lector que este tipo de 
disposiciones son las aplicables en defecto 
de pacto expreso, por lo que deberemos en 
primer lugar acudir al acuerdo específi co 
correspondiente. Este mismo caso se mate-
rializa en el Canje de Notas, constitutivo del 
Acuerdo, de 13 de agosto y 3 septiembre de 
1980 y entre España y la Santa Sede (tam-
bién se hace con otros países como Turquía, 
Portugal o la URSS) sobre la aplicación de 
los benefi cios, privilegios e inmunidades es-
tablecidos en la Convención sobre Misiones 
Especiales (27), sin ser todavía España parte 

(26) Convención sobre las misiones especiales y 
protocolo facultativo sobre la solución obligatoria de 
controversias hechos en Nueva York el 8 de diciembre 
de 1969. (BOE núm. 159/2001, de 4 de julio de 2001).

(27) BOE 16 septiembre 1980, Núm. 223. 
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en esa Convención, para asegurar la protec-
ción de los participantes extranjeros en la 
Conferencia sobre la Seguridad y la Coope-
ración en Europa, realizada en Madrid.

Otra variante de relaciones diplomáti-
cas son las misiones permanentes de Esta-
dos ante Organizaciones internacionales, 
aspecto que también afecta a España, por 
aquellas delegaciones de otros países ante 
Organizaciones Internacionales sitas en Es-
paña. En este punto existe el Convenio de 
Viena sobre la representación de los Es-
tados en sus relaciones con las OO.II. de 
carácter universal de 1975.

Vemos cómo la defi nición de “locales 
de la misión” (art. 1.32) es prácticamente 
idéntica a los anteriores Convenios: los edi-
fi cios o partes de edifi cios y el territorio acce-
sorio de los mismos que, cualquiera que sea 
su propietario, se utilicen para los fi nes de la 
misión. La localización de los locales debe-
rán ser notifi cada a la organización (art. 15. 
e) con antelación (art. 47, e). Normalmente 
se encontrará en la localidad donde la Or-
ganización tenga su sede (art. 18) aunque 
si la Organización y el Estado huésped lo 
permiten podrá tener otra. Al igual que en 
los casos anteriores, la organización y el Es-
tado huésped facilitarán la adquisición de 
esos locales, (art. 21) son inviolables (art. 
23), e igualmente encontramos inmunida-
des fi scales respecto a los locales. 

La redacción del artículo relativo a la 
exención es prácticamente idéntica a los 
casos anteriores, pero ya no se refi ere al Es-
tado extranjero y al jefe de la misión. En 
este caso la exención fi scal se refi ere en par-
ticular a los locales de la misión de que sea 
propietario o inquilino el Estado que envíe o 
toda persona que actúe en representación de 
ese Estado, e igualmente no será aplicable 
cuando la obligación sea de un tercero obli-
gado con el que el Estado o el representante 
contrata (art. 24). Pero la exención sigue 
incluyendo la residencia del jefe de la mi-
sión, ya que en el artículo 1.32 es incluida 
dentro de la defi nición de “locales de la mi-
sión”.

Pero este Convenio no ha sido ratifi ca-
do por España, aunque sí se ocupa en el De-
creto 632 de 1987 de 8 de mayo, regulador 
de la organización del Estado en el exterior. 
Incluye la representación de España me-
diante misiones ante Organizaciones inter-
nacionales, asumiendo por tanto algunos 
elementos de la regulación del Convenio 
de 1975. Sólo se ocupa este Decreto de la 
posibilidad de España de enviar represen-
tantes permanentes a Organizaciones inter-
nacionales y la forma de hacerlo (art. 16 y 
siguientes). Pero este texto pretende regu-
lar la organización, las competencias y las 
funciones de la administración del Estado 
en el exterior, las embajadas españolas en el 
extranjero, que se regirán en este punto por 
la legislación interna del país, y no ofrece 
ningún dato sobre el régimen de las emba-
jadas extranjeras en España. 

Respecto a las misiones especiales, la 
Convención de Misiones Especiales y Pro-
tocolo de Solución Obligatoria de Contro-
versias, de 8 de diciembre de 1969, ratifi ca-
dos por España el 28 de mayo de 2001 (28), 
en su artículo 24.1 dispone: en la medida 
compatible con la naturaleza y la duración 
de las funciones ejercidas por la misión espe-
cial, el Estado que envía y los miembros de 
la misión especial que actúan por cuenta de 
ésta estarán exentos de todos los impuestos y 
gravámenes nacionales, regionales o munici-
pales sobre los locales ocupados por la misión 
especial, salvo que se trate de impuestos o 
gravámenes que constituyan el pago de servi-
cios particulares prestados. Disposición que 
se ve completada en el epígrafe siguiente, 
24.2, por el que la exención fi scal anterior 
no se aplicará a los impuestos y gravámenes 
que, conforme a las disposiciones legales del 
Estado receptor, estén a cargo del particular 
que contrate con el Estado que envía o con un 
miembro de la misión especial. Esta redacción 

(28) BOE 4 de julio de 2001, núm. 159, [pág. 
23715]. Rect. BOE 28 septiembre 2001, núm 233 [pág. 
36014].
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apreciarse en la Exposición de Motivos del 
RD 1654/1980, de 11 de julio, regulador 
del servicio contencioso del Estado en el 
extranjero (31), al decir “la doctrina de la 
inmunidad absoluta de jurisdicción puede 
considerarse ya en su etapa fi nal. Hoy día la 
mayor parte, si no la totalidad, de los Esta-
dos aceptan la teoría restringida de inmuni-
dad de jurisdicción, lo que ha producido un 
aumento en el número de litigios en los que 
el Estado o sus Organismos son parte ante 
una jurisdicción extranjera”. 

La inmunidad del Estado extranjero 
debe distinguirse de otras, como las re-
conocidas tradicionalmente a los agentes 
del Estado extranjero mediante normas 
consuetudinarias en parte incluidas en los 
citados Convenios de 1961 y 1063. Estas 
inmunidades están, como señala el preám-
bulo del Convenio de 1961, limitadas a ga-
rantizar el desempeño efi caz de sus funcio-
nes, ne impediatur legatio. Por ello ese status 

delimita la aplicación de la exención, que 
no se aplicará en el supuesto, por ejemplo, 
de inmuebles arrendados y cuya propiedad 
pertenezca a un sujeto no exento.

Esta disposición se reitera en el mismo 
texto en su artículo 33. Este artículo exime 
a los representantes del Estado que envía 
la misión especial y los miembros del per-
sonal diplomático de todos los impuestos y 
gravámenes, personales o reales, nacionales 
regionales o municipales, con excepción de: 
b) los impuestos y gravámenes sobre los bie-
nes inmuebles privados que radiquen en el 
territorio del Estado receptor, a menos que la 
persona de que se trate los posea por cuen-
ta del Estado que envía para los fi nes de la 
misión. También se exceptúan otros como 
los impuestos por servicios particulares 
prestados, derechos de registro, aranceles 
judiciales, hipoteca y timbre,… También 
se exceptúa el impuesto de sucesiones que 
corresponda percibir al Estado receptor con 
excepción de los bienes muebles del cau-
sante, (art. 44). Además el Protocolo, art. 
I, establece que las controversias derivadas 
del texto sean jurisdicción obligatoria de la 
Corte Internacional de Justicia.

Debemos tener también en cuenta el 
posible juego de la inmunidad de jurisdic-
ción. Esta inmunidad de jurisdicción trae 
causa de las actividades que, previo consen-
timiento, un Estado realiza en el territorio 
de otro. Con un origen consuetudinario, 
como señala Gutiérrez Espada (29), se ha 
ido quebrando la doctrina de la inmunidad 
absoluta, creando los límites en función de 
la naturaleza del acto de que se trata, dis-
tinguiendo entre actos ex iure imperi y ac-
tos ex iure gestionis (30). Esa quiebra puede 

mental para garantizar el cumplimiento de las resolucio-
nes judiciales que condenan a Estados, es en el supuesto 
de las cantidades correspondientes a la devolución del 
IVA. Esta opción es planteada por el profesor Gutiérrez 
Espada (op. Cit. nota anterior p. 80) citando el Auto del 
TC 11/2002 de 1 de julio, opción que podemos con-
siderar se materializa, además de las SSTC 107/1992; 
292/1994 o 18/1997, en la STS 6059 de 22 de junio de 
2009, que resuelve admitiendo el embargo de las can-
tidades que la Agencia Tributaria debiera devolver a la 
Embajada de Estados Unidos por IVA derivado de sus 
servicios, para ejecutar el pago de una indemnización 
laboral. La sentencia recurrida entendía que las devo-
luciones de IVA no se podían considerar dentro de las 
exenciones del art. 3 del R.D. 3485/2000, sino que se 
trataría de “un privilegio tributario, que no es equipa-
rable al de los bienes protegidos con la inmunidad ab-
soluta de ejecución por los Convenios de Viena, cuya 
razón de ser deviene de que son bienes propios de las 
Misiones Diplomáticas y Consulares del Estado extran-
jero y afectos al desarrollo de las mismas”. En el mismo 
sentido se pronuncia la STSJ de País Vasco de 8 abril 
2008, AS/2008/1685.

(31) BOE nº 197, de 16 de agosto de 1980; rect. 
BOE nº 231, de 25 de septiembre de 1980. Derogado 
por el RD 997/2003, de 25 julio, por el que se aprueba 
el Reglamento del Servicio Jurídico del Estado.

(29) GUTIÉRREZ ESPADA, C., y CERVELL HOR-
TAL M. J., El Derecho Internacional en la encrucijada, edi-
torial Trotta, Madrid 2008, p. 73 y siguientes.

(30) En relación al derecho tributario, podemos 
considerar que un caso donde no se aplica la inmunidad 
de jurisdicción, y se convierte en el instrumento funda-
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d’Inmigration” en Irún y Figueras, y tratan 
los atrasos en el pago de los impuestos res-
pectivos, excluyendo la reclamación del 
Ayuntamiento de Madrid pagadera por el 
Liceo Francés y en parte la Obra de San 
Luis. Ahora bien, se plantea una duda, al 
hablar sobre la forma de ejecución de los 
pagos en el apartado A establece: adopta-
rán “las medidas necesarias para liquidar 
las cantidades adeudadas (…) para los in-
muebles diplomáticos y consulares y (…) 
para las otras propiedades inmuebles”. Y e 
el B, “El Gobierno francés abonará las su-
mas adeudadas por la residencia del Jefe 
de la Misión Diplomática y la Cancillería 
Diplomática de la Embajada de Francia en 
Madrid”. Aparentemente encontramos una 
contradicción, que no es tal, ya que no se 
explicita la razón de esos impuestos. Puesto 
que esta clase de inmuebles están exentos 
por los CV, las sumas adeudadas deberán 
derivarse de los ámbitos no exentos, es de-
cir, el pago de servicios prestados. 

Además dentro de la tributación de los 
inmuebles relacionados con actividades de 
Estados extranjeros podremos encontrar re-
gulaciones específi cas. Por ejemplo el Con-
venio Anejo de 1 de diciembre de 1988 y 
Canje de Notas de 1 de diciembre de 1988, 
con Estados Unidos de América, con obje-
to en la cooperación para la defensa (33). 
En el caso de las bases militares como Mo-
rón o Rota deberemos tener en cuenta que 
lo que se realiza es la concesión con fi nes 
militares de instalaciones de apoyo (IDAs), 
con lo que en realidad la titularidad corres-
ponde a España, que está exenta en virtud 
del artículo del RDL n. 2 de 5 de marzo de 
2004. Pero en ese Convenio se establecen 
igualmente exentos, (dejando al margen 
otro tipo de exenciones) ciertos bienes in-
muebles como es el caso del art. 49.1, en el 
que se señala: Los economatos, cantinas, cen-

puede verse modifi cado por razones como 
la nacionalidad o la residencia permanente. 
Pero la inmunidad de jurisdicción desplie-
ga su mayor potencial en las controversias 
con particulares ante los tribunales, por lo 
que no serán detalladas.

Respecto a la determinación de los ca-
sos en que podrá hacerse valer la inmuni-
dad de jurisdicción ante un tribunal de otro 
Estado, existe la Convención de las UN 
sobre las inmunidades jurisdiccionales de 
los Estados y de sus bienes, adoptada por 
la Asamblea General de la ONU el 2 de di-
ciembre de 2004 (resolución A/RES/59/38), 
pero no ratifi cada por España. En su artí-
culo 3 deja a salvo una serie de privilegios 
e inmunidades entre los que incluye sus 
ofi cinas consulares, pero no hace ninguna 
referencia al ámbito fi scal. Tan sólo referen-
cias parciales a los bienes inmuebles como 
en el art. 13, impide ejercer la inmunidad 
en caso de derechos o intereses sobre in-
muebles radicados en el Estado del foro, y 
en el 21 respecto a la consideración de su 
destino.

Además de las normas generales ya vis-
tas (Convenios de Viena de 1961 y 1963), 
encontramos otras modalidades de regula-
ción.

Por ejemplo a través de canjes de notas, 
como es el caso del Canje de notas de 19 
de enero 1978 (32), sobre Cuestiones fi s-
cales relativas a bienes inmuebles del Estado 
Francés en España y del español en Francia. 
Se observa por un lado la aplicación de los 
artículos 23 CV 1961, 32 y 60 del Conve-
nio de 1963, determinando las propiedades 
a las que son aplicables estas exenciones, 
incluyendo en España, los inmuebles ocu-
pados por las misiones del “Offi ce National 

(32) Canje de notas de 19 enero 1978, Cuestiones 
fi scales relativas a bienes inmuebles del Estado francés 
en España y del español en Francia, RCL 1979/1869. 
BOE 28 julio 1979, núm. 180 [pág. 17662]; rect. BOE 
19 septiembre 1979, núm. 225 [pág. 21853].

(33) BOE 6 de mayo 1989, núm. 108, [pág. 13325]; 
rect. BOE 10 octubre 1989, núm. 243, [pág. 31814].
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añade la exención de sus contribuciones 
especiales y de la tasa de equivalencia. En 
el apartado B, la exención de los impuestos 
reales o de producto, sobre la tierra y sobre 
el patrimonio, en el C exención del impues-
to sobre sucesiones y donaciones y transmi-
siones Patrimoniales. (también tratan esta 
materia los artículos III y IV). 

Estas disposiciones del Acuerdo tienen 
su refl ejo directo en la legislación interna, 
pero no son propiamente legislación interna 
ya que el conjunto de Acuerdos realizados 
entre el Estado Español y la Santa Sede tiene 
rango de Tratado Internacional. Con ellos se 
materializa la obligación del artículo 16.3 de 
la Constitución española que impone a los 
poderes públicos la obligación de tener en 
cuenta las creencias religiosas de la sociedad 
y mantener las consiguientes relaciones de 
cooperación con la Iglesia católica (única en 
aquel momento con Acuerdo) y las demás 
confesiones. Esta regulación se extenderá 
por virtud del artículo 14 de la Constitución, 
principio de igualdad, a las restantes confe-
siones según lo estipulado en sus acuerdos 
respectivos, acuerdos que, sin embargo, de-
berán ser considerados legislación interna 
estatal (36), y por ello no trataremos. 

En este sentido se pronuncia el artículo 
62 del Real Decreto Legislativo n. 2 de 5 de 
marzo de 2004 por el que se aprueba el tex-
to refundido de la Ley reguladora de las Ha-
ciendas Locales dispone que estarán exentos 
del IBI los inmuebles de la Iglesia Católica, en 
los términos previstos en el Acuerdo (…) y los 
de las asociaciones confesionales no católicas 
legalmente reconocidas, en los términos esta-
blecidos en los respectivos acuerdos de coope-
ración suscritos en virtud del artículo 16. 

tros sociales y recreativos establecidos en Es-
paña por las Fuerzas de los Estados Unidos de 
América para el uso exclusivo de los miembros 
de la fuerza, del elemento civil y de las perso-
nas dependientes, estarán exentos de cualquier 
impuesto o carga español. Este artículo se ha 
mantenido, tras el Protocolo de enmienda 
del Convenio de cooperación para la defen-
sa, realizado el 10 de abril de 2002 (34), sin 
ser modifi cado por el art. 31. 

Otro caso bastante singular que pode-
mos incluir dentro del derecho internacio-
nal, por tener como fuente un acuerdo con 
rango de tratado internacional, es el de la 
Iglesia Católica. El Acuerdo de Asuntos 
económicos de 3 de enero de 1979 recoge 
un conjunto de supuestos de no sujeción y 
exenciones tributarias a favor de la Iglesia 
católica. El artículo 4 da derecho a la San-
ta Sede, la Conferencia Episcopal, las dióce-
sis, las parroquias y otras circunscripciones 
territoriales, las Órdenes y Congregaciones 
religiosas y los Institutos de vida consagrada 
y sus provincias y sus casas, a una serie de 
exenciones, destacando en el apartado a, la 
exención total y permanente de la Contribu-
ción Territorial Urbana de una serie de in-
muebles que son detallados a continuación 
(templos y capillas destinados a culto y sus 
dependencias o edifi cios y locales anejos 
destinados a la actividad pastoral, residen-
cia de obispos, canónicos y sacerdotes con 
cura de almas, locales destinados a ofi cinas, 
Curia diocesana y ofi cinas parroquiales, 
Seminarios y Universidades eclesiásticas, 
edifi cios o conventos de Órdenes, Con-
gregaciones religiosas e Institutos de vida 
consagrada) (35), a los que el apartado D 

(34) BOE 21 febrero 2003, núm 45, [pág. 7215].
(35) Además la Orden de 24 de septiembre de 1985 

por la que se aclara el alcance de la exención concedida 
por contribución territorial urbana, que incluye también 
los huertos, jardines y dependencias de los inmuebles 
enumerados siempre que no esté destinados a industrias 
o a cualquier otro uso de carácter lucrativo. BOE 2 de 
octubre de 1985.

(36) Hasta el momento se han realizado tres acuer-
dos con confesiones religiosas: el Acuerdo de coopera-
ción del Estado con la federación de Entidades Religio-
sas Evangélicas de España, Ley 24/1992, El acuerdo con 
la Federación de Comunidades Israelitas de España, Ley 
25/1992, y el Acuerdo con la Comisión Islámica de Es-
paña, Ley 26/1992.
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la situación contraria, en casos de Estado 
extranjero arrendador, el inmueble tributa-
ría con normalidad, ya que la exención está 
vinculada a las actividades diplomáticas.

Lo más lógico resultaría, no obstante, 
que la administración reclamase por regla 
todos los inmuebles, y la exención fuese 
opuesta y justifi cada por el sujeto al que se 
hubiese requerido la tributación del inmue-
ble.

Tributación de inmuebles
de OO.II.

Un segundo caso es el régimen espe-
cial de los inmuebles de Organizaciones 
Internacionales, vinculado a los peculiares 
privilegios que poseen y que han permi-
tido afi rmar a Udina (37) la existencia de 
un Derecho internacional tributario, que 
implica una manifestación de potestad de 
imperio de carácter tributario, fundada so-
bre el derecho internacional, entre sujetos 
internacionales. 

En este punto deberemos atender al 
acuerdo específi co correspondiente, acuer-
do que normalmente será realizado por el 
Ministerio de Asuntos Exteriores y en el 
que se incluirá el régimen fi scal específi co 
aplicable. Así, y en lo que a nuestro tema 
nos interesa, podemos citar a modo de 
ejemplo diversos acuerdos. 

El más importante, como modelo y por 
su infl uencia posterior (ya que veremos 
será en mayor o menor medida imitado por 
las OO.II. posteriores), es la regulación de 
los privilegios e inmunidades de la Organi-

En defi nitiva podemos afi rmar que en los 
casos en los que el inmueble que se pudiese 
benefi ciar de la exención no sea propiedad 
del Estado extranjero, sino que se encuen-
tre en régimen de arrendamiento, o en cual-
quier otro supuesto diverso el titular con el 
que contratase el Estado extranjero no se 
vería en ningún caso exento. En principio 
sólo nos podría plantear dudas el caso en el 
que el Estado sea titular de un derecho de 
Usufructo o de concesión administrativa, el 
primer supuesto lo consideramos improba-
ble y en el segundo lo correcto será la reali-
zación de un acuerdo entre ambos Estados 
ad hoc, con lo que se regiría por el acuerdo. 
Además, ya vimos lo dispuesto por la Con-
vención de Misiones Especiales y Protocolo 
de Solución Obligatoria de Controversias, 
de 8 de diciembre de 1969, que implica que 
esos inmuebles no estarán exentos.

Sobre los supuestos de arrendamiento 
por parte de agentes diplomáticos encon-
tramos nutrida jurisprudencia aunque sin 
connotaciones tributarias.

En el caso de los contratos de arrenda-
miento de agentes diplomáticos la jurispru-
dencia del Tribunal Constitucional español 
parecen incluidos en la inmunidad de juris-
dicción civil los inmuebles arrendados. En 
este sentido la STC 140/1995 de 28 de sep-
tiembre al plantearse el caso de un conseje-
ro diplomático que arrienda una vivienda y 
deja de pagar las rentas, siendo considerado 
inmune al ser denunciado por vía de la ac-
ción personal y no por el 31.1.a, por acción 
real. La Sentencia de la Audiencia Provin-
cial de Almería 917/2004 de 15 de julio de 
2004 desestima el recurso interpuesto por 
el Consulado del Reino de Marruecos en 
Almería, por considerar que no hay inmu-
nidad de jurisdicción, en un caso en el que 
Marruecos había alquilado un local para 
instalar ofi cinas consulares. Similar la SAP 
de Madrid 73/2008, sobre el alquiler de un 
local de la embajada de Irak o la 74/1993 
de la misma Audiencia respecto a Dinamar-
ca, pero que no afectan en ningún caso a 
la materia tributaria. Si nos planteásemos 

(37) UDINA, M., “Il trattamento Tributario dei 
Funzionari Internazionali”, en Gegenwartsprobleme des 
internationalen Rechtes und der Rechtsphilosophie (Fests-
chrift für Rudolf Laun zu seinem siebzigsten Geburstag), 
girardot & Co., Hamburg 1953, p. 282 y ss, cita de LO-
PEZ ESPADAFOR, ob. Cit. p. 19.
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(41), también denominada “convención ge-
neral”. En I.1 defi ne la personalidad jurídica 
como la capacidad específi ca de contratar, 
adquirir y disponer de propiedades, inmue-
bles y muebles o entablar procedimientos 
judiciales. Pero las prerrogativas más impor-
tantes son las de carácter fi scal , destacando 
para  nuestro tema la sección 7 del artículo II 
por el que Las Naciones Unidas, así como sus 
bienes, ingresos y otros haberes, estarán: exen-
tas de toda contribución directa; entendiéndose, 
sin embargo, que las Naciones Unidas no po-
drán reclamar exención alguna por concepto de 
contribuciones que, de hecho, constituyan una 
remuneración por servicios públicos, igualmen-
te estarán exentas de derechos de aduana, pro-
hibiciones y restricciones respecto a los artícu-
los que importen o exporten para su uso ofi cial, 
pero con la limitación de que los artículos que 
se importen libres de derechos no se venderán en 
el país donde sean importados sino conforme a 
las condiciones que se acuerden con las autori-
dades de ese país. También quedan exentas de 
derechos de aduana, prohibiciones y restric-
ciones respecto a la importación y exportación 
de sus publicaciones. Otrosí, en la sección 8, 
aunque no específi camente sobre el impues-
to de bienes inmuebles, se estipula que si 
bien las Naciones Unidas por regla general no 
reclamarán exención de derechos al consumo 
o impuesto a la venta sobre muebles o inmue-
bles, que estén incluidos en el precio a pagar, 
cuando las Naciones Unidas efectúen compras 
importantes de bienes destinados a uso ofi cial, 
sobre los cuales se haya pagado o se deba pagar 
tales derechos o impuesto, los Miembros toma-
rán las disposiciones administrativas del caso 
para la devolución o remisión de la cantidad 
correspondiente al derecho o impuesto. (Fíjese 
nuestro lector en la indeterminación de lo 
que deberá considerarse como una “compra 
importante”, y que veremos posteriormente 
cómo en otros Acuerdos ésta se encontrará 

zación de Naciones Unidas. Ya en el apar-
tado primero del artículo 105 de la Carta 
de las Naciones Unidas se establece, (tras 
ser dotada en el 104 de la capacidad jurídica 
que sea necesaria para el ejercicio de sus fun-
ciones y la realización de sus propósitos) que 
la Organización gozará, en el territorio de 
cada uno de sus miembros, de los privilegios 
e inmunidades necesarios para la realización 
de sus propósitos, dejando fi rmemente asen-
tado el principio de inmunidad funcional 
(junto al de personalidad funcional) en 
su mismo texto fundacional. Pero en esos 
momentos, como señala el profesor August 
Reinisch (38), no existían muchos instru-
mentos jurídicos que pudieran servir de 
modelo, por lo que se aplicarían las propias 
prerrogativas e inmunidades que eran tra-
dicionales del Derecho Internacional. 

Evoluciona esta materia con el Acuerdo 
entre la Sociedad de Naciones y el Gobierno 
suizo el 18 de septiembre de 1926 (39), me-
diante el que no podría ser enjuiciada ante 
los tribunales suizos sin su consentimiento. 

Se hizo necesaria la realización de un tex-
to específi co, previsto en el artículo 105.3 de 
la Carta de las Naciones Unidas (La Asam-
blea General podrá hacer recomendaciones 
con el objeto de determinar los pormenores de 
la aplicación de los párrafos 1 y 2 de este artí-
culo, o proponer convenciones a los Miembros 
de las Naciones Unidas con el mismo objeto), 
texto que entraría en vigor el 17 de septiem-
bre de 1946 (40) (Resolución 22 A (I)), con 
el nombre de “Convención sobre prerrogati-
vas e Inmunidades de las Naciones Unidas” 

(38) REINISCH, A., Convención sobre Prerrogativas e 
Inmunidades de las Naciones Unidas/Convención sobre Pre-
rrogativas e Inmunidades de los Organismos Especializados, 
United Nations Audivisual Library of Internacional Law, 
UN 2009.

(39) Communications du Conseil Fédéral Suisse concer-
nant le Régime des Immunités Diplomatiques du Personnel de 
la Société des Nations et du Bureau International du Travail, 
7 Offi cial Journal of the League of Nations (1926), anexo 
911a, 1422.

(40) Ratifi cada por España el 31 de julio de 1974.

(41) La Convención se publicó en el Diario de la 
Asamblea General, I, No. 34 (7 de marzo de 1946) y en 
el documento A/43, anexo I.
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zadas del fondo internacional para el 
desarrollo agrícola (IFAD) (45).

- La Convención sobre privilegios e in-
munidades de las agencias especiali-
zadas de la Organización mundial de 
propiedad intelectual (WIPO) (46).

- La Convención sobre privilegios e in-
munidades de las agencias especiali-
zadas de la Asociación internacional 
de desarrollo (IDA) (47).

- La Convención sobre privilegios e 
inmunidades de las agencias especia-
lizadas de la Corporación Internacio-
nal de Finanzas (IFC) (48).

- La Convención sobre privilegios e 
inmunidades de las agencias especia-
lizadas de la Organización marítima 
internacional (IMO) (49).

- La Convención sobre privilegios e in-
munidades de las agencias especiali-
zadas de la Organización mundial de 
meteorología (WMO) (50).

fi jada, por ejemplo Instituto Internacional 
del algodón).

Existe otro texto de las Naciones Unidas 
sobre las inmunidades de las Organizaciones 
Internacionales. La Convención sobre privi-
legios e inmunidades de los organismos espe-
cializados, aprobada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas el 21 de Noviembre 
de 1947, es decir, poco después de la “Con-
vención General”, a la que España se adhirió 
mediante el respectivo instrumento el trece 
de julio de 1974 (42). Implica la extensión de 
esa regulación a esos “organismos especiali-
zados”,  denominación que incluye a diversas 
OO.II. que están vinculadas a las Naciones 
Unidas de conformidad con los artículos 57 
y 63 de la Carta, que veremos a continuación 
con mayor detalle. Este texto es paralelo al an-
terior, presentando su articulado casi idéntica 
redacción aunque con distinta enumeración. 

Además cada una de las citadas organiza-
ciones cuenta con su propio tratado específi -
co, unos ratifi cados por España y otros no, en-
tre los que encontramos la Convención sobre 
privilegios e inmunidades de las agencias es-
pecializadas, realizada en Nueva York el 21 de 
noviembre de 1947 y sus diferentes anexos:

- La Convención sobre privilegios e in-
munidades de las Agencias especiali-
zadas,  de la UNIDO, de 1987 (43).

- La convención sobre privilegios e in-
munidades de las Agencias especiali-
zadas de la Organización Mundial del 
Turismo (OMT), de 2008 (44). 

- La Convención sobre privilegios e in-
munidades de las agencias especiali-

(42) BOE número 7/1974, de 25 de noviembre de 
1974.

(43) Anexo XVII, United Nations Industrial Devel-
opment Organization (UNIDO) to the convention on 
the privileges and Immunities of the Specialized Agen-
cies, Viena, 3 de julio de 1987. Ratifi cado por España el 
12 de diciembre de 2003.

(44) Anexo XVIII, World Tourism Organization 
(WTO) to the Convention on the Privileges and immu-
nities of the Specialized Agencies, Jeju (Corea del Sur), 
30 de julio de 2008. No ratifi cado.

(45) Anexo XVI, Internacional Fund for Agricul-
tural Development (IFAD) to the Convention on the 
Privileges and Immunities of the Specialized Agencies, 
Roma, 16 de diciembre de 1977, ratifi cado por España 
el 12 diciembre de 2003.

(46) Anexo XV, World Intellectual Property Organi-
zation (WIPO), to the Convention on the Privileges and 
Immunities of the Specialized Agencies, Génova, 4 de 
octubre de 1977, ratifi cado por España el 12 diciembre 
2003. España es parte desde el 12 de diciembre de 2003.

(47) Anexo XIV, International Development Associa-
tion (IDA), to the Convention on the privileges and Immu-
nities of the Specialized Agencies, Washington, 13 febrero 
1962. España es parte desde el 26 septiembre de 1974.

(48) Anexo XIII, International Finance Corporation 
(IFC) to the Convention on the Privileges and Immu-
nities of the Specialized Agencies, Washington, 2 abril 
1959. España es parte desde el 26 septiembre de 1974.

(49) Anexo XII, International Maritime Organization 
(IMO), to the Convention on the Privileges and Immuni-
ties of the Specialized Agencies, Londres, 16 de enero de 
1959, texto revisado el 16 de Mayo de 1968 y por segunda 
vez el 22 de noviembre de 2001. España es parte desde el 
26 de septiembre de 1974 de la primera revisión.

(50) Anexo XI, World Meteorological Organization 
(WMO), to the Convention on the Privileges and Immu-
nities of the Specialized Agencies, Paris, 17 abril 1951. 
España es parte desde el 26 septiembre de 1974.
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impulsar sus objetivos. En el artículo 
VIII, sección 2 (ii) se le otorga capa-
cidad para adquirir bienes muebles e 
inmuebles y disponer de ellos, y en la 
sección 9 establece una serie de exen-
ciones de tributación, en relación con 
(sección a) aduanas y quedará también 
exenta de toda responsabilidad en cuan-
to al pago o recaudación de cualquier 
impuesto o tributo. Se excluyen sala-
rios de no nacionales y en la sección 
c) ninguna clase de impuestos gravará 
las obligaciones o títulos emitidos por la 
Asociación incluso sus dividendos o in-
tereses, cualquiera que sea su titular, lo 
que incluirá la exención al IBI.

- La Convención sobre privilegios e 
inmunidades de las agencias especia-
lizadas del Fondo Monetario Interna-
cional (IMF) (56).

- La Convención sobre privilegios e in-
munidades de las agencias especiali-
zadas de la UNESCO (57).

- La Convención sobre privilegios e in-
munidades de las agencias especiali-
zadas de la Organización internacio-
nal de aviación civil (ICAO) (58).

- La Convención sobre privilegios e in-
munidades de las agencias especiali-
zadas de la FAO (59).

- La Convención sobre privilegios e in-
munidades de las agencias especiali-
zadas de la Organización internacio-
nal de refugiados (IRO) (51).

- La Convención sobre privilegios e 
inmunidades de las agencias especia-
lizadas de la Unión internacional de 
telecomunicación (ITU) (52).

- La Convención sobre privilegios e 
inmunidades de las agencias especia-
lizadas de la Unión Postal Universal 
(UPU) (53).

- La Convención sobre privilegios e in-
munidades de las agencias especiali-
zadas de la Organización mundial de 
la Salud (WHO) (54).

- La Convención sobre privilegios e in-
munidades de las agencias especializa-
das del Banco internacional de recons-
trucción y fomento (IBRD) (55). En el 
BOE 307 /1981 de 24 de diciembre, se 
publica el Convenio constitutivo de la 
Asociación internacional de Fomento, 
entidad  del Banco internacional para 

(56) Anexo V, International Monetary Fund (IMF), 
to the Convention on the Privileges and Immunities of 
the Specialized Agencies,Washington, 11 abril 1949. Es-
paña es parte desde el 26 septiembre de 1974.

(57) Anexo IV, United Nations Educational, Scien-
tifi c and Cultural Organization (UNESCO), to the Con-
vention on the Privileges and Immunities of the Spe-
cialized Agencies, París, 7 febrero 1949. España es parte 
desde el 26 septiembre de 1974.

(58) Anexo III, International Civil Aviation Organi-
zation (ICAO), to the Convention on the Privileges and 
Immunities of the Specialized Agencies, Génova, 21 junio 
1948. España es parte desde el 26 septiembre de 1974.

(59) Anexo II, Food and Agriculture Organizaation 
of the United Nations (FAO), to the Convention on the 
Privileges and Immunities of the Specialized Agencies, 
Washington, 29 noviembre 1948, revisado en Roma el 20 
noviembre 1959 y el 8 diciembre 1965. España es parte 
en la última revisión desde el 26 de septiembre de 1974.

(51) Anexo X, International Refugee Organization 
(IRO) to the Convention on the Privileges and Immu-
nities of the Specialized Agencies, Génova, 29 marzo 
1949. Fue disuelta por la resolución 108 del Consejo 
general de la IRO en 1952.

(52) Anexo IX, International Telecommunication 
Union (ITU), to the Convention on the Privileges and 
Immunities of the Specialized Agencies, Génova, 6 oc-
tubre 1950. España es parte desde el 26 septiembre de 
1974.

(53) Anexo VIII, Universal Postal Union (UPU) to 
the Convention on the Privileges and Immunities of the 
Specialized Agencies, Génova, 25 mayo 1949. España es 
parte desde el 26 septiembre de 1974.

(54) Anexo VII, World Healtg Organization (WHO) 
to the Convention on the Privileges and Immunities of 
the Specialized Agencies,, Génova, 17 julio 1948, revisa-
do en Génova el 26 de mayo de 1950, el 27 de mayo de 
1957 y por tercera vez en Mineápolis el 17 julio 1958. 
España es parte desde el 26 septiembre de 1974 del úl-
timo texto.

(55) Anexo VI, International Banl for Reconstruc-
tion and Development (IBRD), to the Convention 
on the Privileges and Immunities of the Specialized 
Agencies,Washington 19 abril 1949. España es parte 
desde el 26 septiembre de 1974.
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VI sección 19, b (64) de la Convención de 
organismos especializados. Si bien no pre-
sentan diferencias para nuestro tema sí hay 
variaciones, como en la regulación, inexis-
tente en el “Convenio general”, del Laissez-
Passer como documento válido de viaje.

Veamos ahora otros Acuerdos especí-
fi cos entre España y otras Organizaciones 
Internacionales, en las que se puede ver la 
infl uencia del “convenio general” anterior.

El Acuerdo de 17 de diciembre de 1979 
(65), que regula el funcionamiento de la 
Ofi cina en España del Instituto Internacio-
nal del Algodón, al que se le otorga capaci-
dad jurídica y, en el artículo 6 A. a) se señala 
que su bienes, ingresos y otros haberes esta-
rán exentos de todo tributo directo, entendién-
dose, sin embargo, que no podrán reclamar 
exención alguna por tributos o gravámenes 
que, de hecho, constituyan una remuneración 
por servicios prestados. Desde la perspectiva 
catastral implica dos cuestiones, la exen-
ción del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, 
pero no, por ejemplo, la exención de la Tasa 
de Acreditación Catastral. Además, respec-
to a otros impuestos que graven el tráfi co 
o venta de bienes inmuebles o muebles se 
establece la no exención salvo en el caso de 
compras importantes de bienes destinados 
a uso ofi cial por importe superior a 100.000 
pesetas, lo que para el caso de inmuebles 
viene a implicar la exención.

El Acuerdo de Sede entre el Reino de 
España y el Consejo Oleícola Internacio-
nal, hecho en Madrid el 13 de julio de 1989 
(66). Sus bienes son inviolables, con inmu-
nidad de jurisdicción y de ejecución y el art. 

- La Convención sobre privilegios e in-
munidades de las agencias especiali-
zadas de la Organización internacio-
nal del trabajo (ILO) (60).

Podemos afi rmar que el art. II sección 7 
de la “Convención General” se hace equiva-
lente al art. III sección 9 (61), con alguna 
pequeña variación como el cambio de ser-
vicio público por el de servicio de utilidad 
pública, la sección 8 (art. II) equivale a la 
sección 10 (62) (art. III). Igualmente ocurre 
respecto al personal, los artículos IV sección 
13, V sección 18, b del “Convenio General” 
y los respectivos artículos V sección 15 (63), 

(60) Anexo I, International Labour Organisation, 
to the Convention on the Privileges and Immunities of 
the Specialized Agencies, San Francisco, 10 julio 1948. 
España es parte desde el 26 septiembre de 1974.

(61) Los Organismos especializados, sus haberes, in-
gresos y demás bienes estarán exentos: a) de todo impuesto 
directo; entendiéndose, sin embargo, que los Organismos 
especializados no reclamarán exención alguna en concepto 
de impuestos que, de hecho, no constituyan sino una remu-
neración por servicios, de utilidad pública. (probablemen-
te la coma tras servicios sea un error) b) de derechos de 
aduana y de prohibiciones y restricciones a la Importación y 
a la exportación, respecto a los artículos importados o expor-
tados por los Organismos especializados, para su uso ofi cial; 
entendiéndose, sin embargo, que los artículos importados 
con tal exención no serán vendidos en el país en que  hayan 
sido introducidos sino conforme a las condiciones convenidas 
con el Gobierno de tal país. C) de derechos de aduana y de 
prohibiciones y restricciones respecto a la importación y ex-
portación de sus publicaciones.

(62) Si bien los Organismos especializados no recla-
marán, en principio, la exención de derechos de consumo 
ni de impuestos sobre la venta de bienes muebles e inmue-
bles incluidos en el precio que se haya de pagar, cuando los 
Organismos especializados efectúen, para su uso ofi cial, 
compras importantes de bienes gravados o gravables con 
tales derechos o impuestos, los Estados partes en la presente 
Convención adoptarán siempre que así les sea posible, las 
disposiciones, administrativas pertinentes para la remisión 
o reembolso de la cantidad correspondiente al derecho o al 
impuesto.

(63) Cuando la imposición de cualquier gravamen de-
penda de la residencia, no se consideraran como períodos de 
residencia los períodos durante los cuales los representantes de 
los miembros de los Organismos especializados, en las reunio-
nes, convocadas por éstos, se encuentren en el territorio de un 
Estado miembro para el ejercicio de sus funciones.

(64) Los funcionarios de los Organismos especializa-
dos: b) Gozarán, en materia de impuestos sobre los sueldos 
y emolumentos percibidos del Organismo especializado de 
iguales exenciones que las disfrutadas en iguales condiciones 
por los funcionarios de las Naciones Unidas;

(65) RCL 1980/164, BOE 23 de enero de 1980, 
núm. 20, página 1703.

(66) BOE número 218, 12 septiembre 1989, 22053. 
Entró en vigor el 17 de julio de 1991, BOE 7 septiembre 
de 1991, núm. 215.
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de Estados Iberoamericanos para la Educa-
ción, la Ciencia y la Cultura (O.E.I.), hecho 
en Madrid el 24 de junio de 2004 (69). En 
este caso respecto al Régimen aduanero y 
iscal el art. 8 dispone que la O.E.I. gozará 
en territorio español de todos los privilegios 
aduaneros y fi scales de que puedan ser bene-
fi ciarias las Organizaciones internacionales 
con sede en España con arreglo a la normati-
va española. Añadiendo a continuación que 
su régimen aduanero y fi scal no será menos 
favorable que el que resulte de aplicación a 
las Misiones diplomáticas acreditadas en Es-
paña, y a continuación (art. 8.2) vuelve a 
enumerar la lista de privilegios, incluyendo 
(apartado a) la exención de todos los impues-
tos y gravámenes estatales, autonómicos y 
locales que pudieran recaer sobre sus bienes 
y haberes  sobre los ingresos. Vemos una ten-
dencia a expandir la exención, que queda 
igualmente de manifi esto en el art. 3.2 por 
el que la OEI podrá adquirir o alquilar otros 
locales adicionales en el territorio español; el 
tratamiento que el presente acuerdo otorga a 
los locales de la OEI se extiende a estos loca-
les. Queda limitado tan sólo a la fi jación de 
la situación, extensión y características de 
esos locales, que deberá hacerse de mutuo 
acuerdo entre ambas partes. (art. 3.3). 

Respecto a los funcionarios de las Orga-
nizaciones Internacionales, ya en la conven-
ción general de Naciones Unidas establecía 
prerrogativas e inmunidades para tres cate-
gorías de personas fundamentales, los re-
presentantes de los Estados Miembros, los 
funcionarios de las Naciones Unidas y los 
expertos que forman parte de misiones de 
Naciones Unidas. 

En la “Convención sobre prerrogativas 
e Inmunidades de las Naciones Unidas” 
o “convención general” se estipulan los 
privilegios e inmunidades de que gozarán 
los Representantes, artículo IV sección 11 

5.1 declara que el Consejo quedará exento de 
todos los impuestos y gravámenes nacionales, 
regionales y municipales, sobre los locales de 
la sede que ocupe a cualquier título, con ex-
cepción de aquellos que constituyan el pago de 
servicios prestados. Tampoco se aplicará a los 
particulares que contraten con el Consejo.  
El 5.2 le exime de todos los impuestos di-
rectos sobre los ingresos o los otros bienes, 
5.3 sobre importaciones y 5.4 respecto a la 
exención del IVA. Este acuerdo ha sido ac-
tualizado el 20 de noviembre de 2007 (67), 
sin modifi carse lo dicho salvo la regulación 
a la que se derivaba y cambiando el número 
de artículo del 5 al 6. 

En el acuerdo de sede entre el Reino de 
España y el secretariado de la Unión por 
el Mediterráneo, hecho en Madrid el 4 de 
mayo de 2010 (68), se otorga a ese secre-
tariado personalidad jurídica, España se 
compromete a poner gratuitamente a su 
disposición los locales necesarios (art. 3.1). 
Además las inmunidades, privilegios y de-
rechos de la sede se hacen extensibles a la 
Residencia Ofi cial del Secretario general, 
que componen los “locales del  Secretaria-
do”. Como vemos es habitual, se le otorga 
inviolabilidad (art. 4) e inmunidad de ju-
risdicción (art. 5)  y el régimen aduanero y 
fi scal (art. 8) en el que el secretariado, sus 
bienes, haberes, ingresos o rentas, estarán 
exentos de todos los impuestos y gravámenes 
nacionales, autonómicos y locales, excepto de 
los establecidos en prestación de servicios o 
realización de actividades y de aquellos im-
puestos indirectos que estén normalmente in-
cluidos en el precio de las mercancías y ser-
vicios. 

Un último ejemplo, el Acuerdo de Sede 
entre el Reino de España y la Organización 

(67) BOE 6 junio 2008, núm. 137. En vigor desde 
el 26 de enero de 2009 BOE 20 de febrero de 2009, 
núm. 44, tras dos correcciones de erratas, BOE 177 de 
23 de julio de 2008. (olvidaron los apartados de los ar-
tículos).

(68) BOE 15 junio 2010, núm. 145.
(69) BOE 17 agosto 2004, Núm. 198, entrada en 

vigor en BOE 28 noviembre de 2005, núm. 284.
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(art. 11) están exentos de impuestos, con 
una cláusula peculiar, que remite a la legis-
lación Europea al decir: Los funcionarios del 
Consejo gozarán de las mismas exenciones 
que las que sean aplicables, en iguales condi-
ciones, a los funcionarios de las Comunidades 
Europeas. En la actualización de 2007 pasa 
a ser el artículo 12.

Respecto al personal de la OEI, al igual 
que ocurría respecto a los locales, se detec-
ta una tendencia expansiva de los derechos 
otorgados respecto a otros casos. El art. 
13.2 otorga (apartado b) exención de todo 
impuesto que pueda gravar los sueldos, emo-
lumentos y prestaciones que reciban de la OEI 
o por cuenta de ella.

Dentro del régimen especial de las Orga-
nizaciones Internacionales debemos incluir 
también la situación de la Unión Europea. 

La originaria y principal norma aplica-
ble en relación a nuestro tema es el Proto-
colo sobre los privilegios e inmunidades 
de las CE de 8 de abril de 1965 (70). Ya 
entonces, en base al artículo 28 del Tratado 
por el que se constituye un Consejo única 
y una Comisión única de las Comunidades 
Europeas, se establecían inmunidades en 
materia de inmuebles, reducidas al artículo 
3: Las comunidades, sus activos, sus ingresos 
y demás bienes estarán exentos de cuales-
quiera impuestos directos. Establece además 
derechos de reembolso de los impuestos 
indirectos y sobre la venta incluidos en los 
precios de los bienes muebles e inmuebles 
para su uso ofi cial. Además, no se concede-
rá ninguna exoneración de impuestos, tasas y 
derechos que constituyan una simple remune-
ración de servicios de utilidad pública. 

Los funcionarios estarán exentos de los 
impuestos nacionales sobre sueldos, salarios 
y emolumentos (art. 13 in fi ne) así como so-
bre sucesiones, importaciones,… (arts. 12, 
14,…)

y siguientes, que vienen a coincidir grosso 
modo con las prerrogativas e inmunidades 
de los diplomáticos. De carácter netamente 
fi scal es la sección 13, que establece cuando 
la aplicación de cualquier forma de impues-
to depende de la residencia, los períodos en 
que los representantes de Miembros de orga-
nismos principales y subsidiarios de las Na-
ciones Unidas, y de conferencias convocadas 
por las Naciones Unidas, permanezcan en un 
país desempeñando sus funciones no se esti-
marán para estos efectos como períodos de 
residencia. Este artículo (junto el 11 y el 
12)  no será aplicable, sin embargo, frente a 
los Estados de los que esos representantes y 
autoridades sean ciudadanos. En el artículo 
V, sobre los funcionarios, en el plano fi scal 
quedan exentos de los impuestos sobre los 
sueldos y emolumentos pagados por la organi-
zación (Sección 18, b) con mismo régimen 
que los enviados diplomáticos, al igual que 
a los peritos (articulo VI). Con esta conven-
ción se establecen unos criterios que vienen 
a resaltar los elementos que compondrán 
usualmente el régimen de inmunidades de 
las Organizaciones Internacionales, someti-
do, obviamente, a los Acuerdos específi cos 
que se alcancen entre la Organización y el 
Estado correspondiente.

En la misma línea el artículo 7 del 
Acuerdo ya citado de 17 de diciembre de 
1979, establece para los funcionarios que 
no sean de nacionalidad española ni ex-
tranjeros con residencia permanente en Es-
paña la exención de impuestos sobre los suel-
dos, emolumentos y prestaciones que reciban 
del instituto. (Acompañado del derecho de 
importación de mobiliario y efectos perso-
nales). Pero nada se dice en relación con la 
exención sobre sus propiedades inmuebles, 
que no podemos considerar exentas.

El Director del Consejo Oleícola es 
equiparado a los Jefes de Misión diplomá-
tica y designará a los funcionarios que, por 
sus funciones, gozarán de los privilegios e 
inmunidades de las misiones diplomáticas 
acreditadas en España (art. 10.1 y 10.4). 
Igualmente los sueldos de sus funcionarios 

(70) BOE núm. 1/1986, de 1 de enero de 1986, 
con motivo del ingreso de España en la Comunidad.
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El protocolo tiene además la parti-
cularidad de que regula expresamente la 
existencia de misiones de terceros estados 
acreditadas ante la Unión, (ya en el texto 
de 1965 art. 17, y se mantiene en el art. 16 
del protocolo vigente) disponiendo que el 
Estado miembro en el que se sitúe la sede de 
la Unión concederá a las misiones de terceros 
Estados acreditadas ante la Unión las inmuni-
dades y privilegios diplomáticos habituales.

Además del protocolo, en conexión con 
él podemos encontrar acuerdos en estrecha 
conexión con él como el Canje de notas, 
constitutivo de acuerdo entre el reino de 
España y la Comisión Europea, relativo a 
las disposiciones de desarrollo del protoco-
lo de privilegios e inmunidades de las co-
munidades europeas en España, realizado 
“ad referéndum” en Bruselas el 24 de julio 
de 1996 y el 2 de octubre de 1996 (74), que 
por entre otros hace aplicable el protocolo 
a la Agencia Europea para la Seguridad y la 
Salud en el Trabajo. 

Podremos igualmente encontrarnos di-
ferentes acuerdos relacionados con la Unión 
Europea, en los que se conceden de forma 
particular más exenciones.

En este sentido el Convenio por el que se 
crea una Ofi cina Europea de Policía (Conve-
nio Europol) (75), en el artículo 41 se remite 
a un protocolo específi co al decir: Europol, 
los miembros de sus órganos, sus Directores ad-
juntos y sus Agentes gozarán de los privilegios 
e inmunidades necesarios para el ejercicio de 
sus funciones conforme a un Protocolo que con-
tendrá la normativa que deberá aplicarse en 
todos los Estados miembros. El protocolo rela-
tivo a los privilegios e inmunidades de Euro-
pol (76) dispone nuevamente, en su artículo 

Con el Tratado de Lisboa, como señala 
López Espadafor (71), se ha reformado con 
el “Protocolo sobre los privilegios y las in-
munidades de la Unión Europea” (72), que 
está incorporado como Anexo al Tratado 
de la Unión Europea, al Tratado de Funcio-
namiento de la Unión Europea y al tratado 
constitutivo de la Comunidad Europea de 
Energía Atómica (73).

En relación con los bienes inmuebles, el 
artículo 50.2 letra e) del TUE señala que Par-
lamento Europeo, Consejo y Comisión deben 
posibilitar la adquisición y aprovechamiento 
de propiedades inmuebles situados en un 
Estado miembro por parte de nacionales de 
otro Estado miembro, con el único límite del 
art. 39.2 (política Agrícola Común).

El artículo 355 del TFUE otorga a la 
Unión la máxima capacidad jurídica reco-
nocida en las legislaciones nacionales, pu-
diendo adquirir o enajenar bienes muebles 
e inmuebles y comparecer en juicio. Pero 
es el artículo 343 del TFUE, el que remite 
expresamente al Protocolo de 1965 al de-
cir: La Unión gozará en el territorio de los 
Estados miembros de los privilegios e inmuni-
dades necesarios para el cumplimiento de su 
misión, en las condiciones establecidas en el 
Protocolo de 8 de abril de 1965 sobre los pri-
vilegios y las inmunidades de la Unión Euro-
pea. En el que encontramos el fundamento 
directo del Protocolo nº 7 vigente, junto al 
artículo 191 del Tratado Constitutivo de la 
Comunidad Europea de la Energía Atómica 
(CEE). El protocolo vigente reproduce lite-
ralmente la redacción de su antecesor, con 
modifi caciones en otros ámbitos en los que 
no entramos.

(71) LÓPEZ ESPADAFOR, C.M., “Efectos fi scales 
de la aplicación del nuevo protocolo sobre los privilegios 
y las inmunidades de la U.E. a los funcionarios y otros 
agentes de ésta”, Crónica Tributaria, Ministerio de Ha-
cienda: instituto de Estudios Fiscales, Núm. 134/2010, 
págs. 97-125, p. 99. 

(72) DOUE, 16.12.2004, C 310/261.
(73) DOUE, 9 de mayo 2008, C 115/47.

(74) BOE de 7 de febrero de 1997, número 33.
(75) Convenio basado en el artículo K.3 del Tratado 

de la Unión Europea, por el que se crea una Ofi cina Euro-
pea de Policía, hecho en Bruselas. DOUE C 316 de 27 no-
viembre de 1995 sometido a diversos actos modifi cativos.

(76) DOUE nº C 221 de 19 de julio de 1997, p. 
0002-0010.
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internacional a los enviados diplomáticos. 
Igualmente el artículo 4 del Acuerdo otorga 
a los representantes permanentes  en el ejer-
cicio de sus funciones y viajes con destino 
o procedencia del lugar de las reuniones los 
privilegios, inmunidades y facilidades de que 
gocen los agentes diplomáticos de categoría 
comparable. Que no podrán ser aducidas 
frente a las autoridades del Estado que hu-
biese representado o sea nacional (art. 6).

La aplicación provisional del Acuerdo 
de Sede, privilegios e inmunidades entre Es-
paña y la Empresa Común Europea para el 
ITER y el desarrollo de las Energía de Fusión 
(79). En su artículo 5 dispone que España 
aplicará el Protocolo sobre Privilegios e inmu-
nidades a la Empresa común, su Director, su 
personal y los representantes de los Miembros 
de la Empresa Común, remitiendo al Proto-
colo “ad referéndum” de 1996. El artículo 3 
se refi ere a los locales de la Empresa, que Es-
paña pondrá gratuitamente (…) a disposición 
de la Empresa Común durante el período de 
vigencia del presente acuerdo. Al que se suma 
el artículo 12.1, por el que sin perjuicio de la 
aplicación del Protocolo de Privilegios e Inmu-
nidades con arreglo a los dispuesto en el art. 
5, la Empresa Común, sus bienes, haberes y 
otras propiedades, así como empréstitos y pa-
gos, estarán exentos de todos los impuestos y 
gravámenes nacionales, regionales, provincia-
les y municipales. La empresa Común estará 
también exenta de las tasas e impuestos co-
rrespondientes a registros e hipotecas. Como 
es habitual, el 12.3 excluye de la exención 
los impuestos y tasas que constituyan una 
mera retribución de servicios públicos. 

Caso diverso es la aplicación provisional 
del Acuerdo de Sede entre el Reino de Espa-
ña y la Agencia Comunitaria de Control de 
Pesca (80). En este caso más concreta. En 

4 la exención de impuestos y gravámenes, en 
el ámbito de sus actividades ofi ciales, Europol, 
sus activos, sus ingresos y demás bienes esta-
rán exentos de cualesquiera impuestos directos 
(apartado 1), exceptuando los impuestos y 
gravámenes que resulten de servicios públi-
cos prestados (apartado 4). 

El Acuerdo de sede entre el Reino de Es-
paña y el Consejo Superior de las Escuelas 
Europeas de 13 de agosto de 2002 (77), que 
pretende garantizar la escolarización de los 
hijos de los funcionarios de las institucio-
nes allí donde tenga su sede. En este caso 
se hace referencia a la Escuela Europea de 
Alicante para escolarizar los hijos de la Ofi -
cina de Armonización del Mercado Interior 
(un organismo comunitario). En este caso, 
la escuela no tributará por la exención in-
terna del art. 62.2 a, sino por la exención de 
este acuerdo, incluida en su artículo 4 (La 
Escuela, sus pertenencias, ingresos y cual-
quier otro tipo de bienes estarán exentos de 
cualquier impuesto directo, incluidos los per-
cibidos mediante retención en origen).

En el Acuerdo General sobre Privilegios 
e Inmunidades del Consejo de Europa, he-
cho en París el 2 de septiembre de 1949, y 
el Protocolo Adicional al mismo, de Estras-
burgo el 6 de noviembre de 1952, al que se 
adhirió España en 1982 (78) con su incor-
poración a las Comunidades Europeas. En 
el Acuerdo General, con base al art. 40 apar-
tado a) del Estatuto del Consejo de Europa 
se otorga inmunidad de jurisdicción a sus 
bienes (artículo 3) y el artículo 7 dispone 
que el Consejo, su activo, rentas y otros bienes 
están exentos: a) de todo impuesto directo, con 
excepción de impuestos, tasas o derechos 
que sólo constituyan el pago de servicios 
utilizados. En relación al personal se otorga 
a los funcionarios del consejo los mismos 
privilegios, inmunidades, exenciones y faci-
lidades concedidas con arreglo al Derecho 

(77) BOE 10 octubre 2002, núm. 251.
(78) BOE 14 de julio 1982,  núm. 167.

(79) BOE 19 septiembre 2007, núm. 225, entrada 
en vigor BOE 3 de marzo 2010, núm. 54 (3468).

(80) BOE 23 septiembre 2008, Núm. 230, entrada 
en vigor 8 septiembre de 2010, núm. 218.
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ganismos especializados (82), (o expresiones 
equivalentes) es decir, la exención del im-
puesto sobre bienes inmuebles sólo afectará 
a organizaciones extranjeras, nunca a sus 
miembros, y esa exención se fundamenta en 
el interés público existente en la actividad 
desarrollada por el propio sujeto objeto del 
benefi cio fi scal.

Tributación de inmuebles
de personas físicas y
jurídicas no residentes

A la hora de acercarnos a la tributación 
de aquellos bienes inmuebles cuyos propie-
tarios, o en algunos casos simples posee-
dores, son no residentes nos lleva a tratar 
un cierto número de fi guras impositivas 
que procuraremos analizar en las próximas 
páginas. Entre esas fi guras veremos el Im-
puesto de bienes inmuebles, la regulación 
de los Convenios de Doble Imposición.

Es el Impuesto sobre Bienes Inmuebles 
el que de forma natural tiende a asociarse 
con la tributación inmobiliaria, si bien no 
el único. En este sentido el RDL 2/2004 es-
tablece en su artículo 63 que serán sujetos 
pasivos del Impuesto de Bienes Inmuebles, 
las personas naturales y jurídicas y las enti-
dades a que se refi ere el artículo 35.4 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, que ostenten la titularidad del de-
recho que, en cada caso, sea constitutivo del 
hecho imponible de este impuesto. En ese ar-
tículo 35 de la LGT se refi ere a los obliga-
dos tributarios, que son las personas físicas 
o jurídicas y las entidades a las que la nor-
mativa tributaria impone el cumplimiento de 

el artículo 4.1 en lo que se refi ere a los bie-
nes inmuebles que posea o arriende, la Agencia 
estará exenta del pago de cualquier impuesto 
o tasa nacional, regional o municipal, excepto 
los impuestos correspondientes a servicios pri-
vados. Sin referencia alguna al protocolo.

Respecto al régimen tributario de los 
funcionarios de la Unión Europea, como 
señala el profesor López Espadafor (81), se 
disponen de unas características singulares, 
pero que vemos son equiparables a la regu-
lación que se estaba otorgando desde hacía 
tiempo al resto de funcionarios de otras Or-
ganizaciones Internacionales.

En defi nitiva, vemos, respecto a las Orga-
nizaciones Internacionales, que la exención 
sobre el Impuesto sobre bienes Inmuebles 
se podrá dar sobre los inmuebles que sean 
necesarios para la Organización, para la rea-
lización de sus funciones, pero en principio 
nunca, salvo regulación específi ca que así 
lo disponga, sobre los bienes inmuebles cu-
yos propietarios no sean las propias OO.II. 
La exención en materia de inmuebles sólo 
afecta a la propia Organización y el régimen 
particular de sus empleados no se ve afecta-
do en este ámbito, entre otras cosas porque 
este impuesto no afecta a los salarios ni a 
la función que esos miembros desarrollan 
en el correspondiente organismo. Podemos 
utilizar como criterio guía la expresión del 
artículo VI sección 23 de la Convención Ge-
neral, por el que las prerrogativas e inmuni-
dades se conceden a los peritos en benefi cio de 
las Naciones Unidas y no en provecho de los 
propios individuos, o las diferentes ocasiones 
en las que la Convención de organismos es-
pecializados señala que los privilegios e in-
munidades no se otorgan a los representantes 
de los miembros en su benefi cio personal, sino 
a fi n de garantizar su independencia en el ejer-
cicio de sus funciones relacionadas con los Or-

(81) Sobre el régimen tributario de los funcionarios 
de la Unión Europea recomendamos vivamente los tra-
bajos citados anteriormente del profesor Espadafor.

(82) Por ejemplo: Artículo 5, Sección 16; artícu-
lo 6, sección 22;  Anexo I, disposición 2, d, iii; Anexo 
II, disposición 2, d, iii; Anexo III, disposición 2, d, iii; 
Anexo IV, 3, ii; Anexo VII, 2, iii; Anexo XII, 2, b.
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embargo, el peso del principio de territoriali-
dad expuesto al comienzo de este trabajo. Re-
fl ejo del mismo hace que la regla en relación 
con los bienes inmuebles sea la aplicación de 
la normativa del país en el que se hallen radi-
cados. En este sentido se pronuncia la OCDE 
cuando justifi ca la imposición de las rentas 
obtenidas de inmuebles en el Estado en el 
que se encuentren en dicho Estado a causa 
de “la existencia de una relación económica 
muy estrecha entre tales rentas y el Estado de 
la fuente”. De hecho los Comentarios de los 
convenios marco declaran la prioridad del Es-
tado de situación del inmueble.

Por ejemplo respecto a sucesiones, se 
pronuncia el art. 16 del CDI con Grecia (84) 
respecto a las normas aplicables en sucesión 
abintestato, el artículo 30 del CDI con Fran-
cia (85) por el que los bienes inmuebles sólo 
se someten al impuesto sobre las herencias en 
el estado contratante en que están sitos. 

En la misma línea, diferentes CDI, todos 
con excepción de los anteriormente cita-
dos, regulan los tributos sobre la renta y el 
patrimonio y su vinculación con los bienes 
inmuebles, como es el caso del artículo 2 
del Convenio Hispano-Alemán (86) respec-
to a los Impuestos sobre la renta y sobre el 
patrimonio, que son defi nidos como los que 
gravan la totalidad de la renta o del patrimo-
nio, cualquier parte de los mismos, incluidos los 
impuestos sobre las ganancias derivadas de la 
enajenación de bienes muebles o inmuebles; los 
impuestos sobre el importe de sueldos o salarios 

obligaciones tributarias, añadiendo a través 
del 35.4 las herencias yacentes, comunida-
des de bienes y demás entidades que consti-
tuyan una unidad económica o un patrimo-
nio separado susceptible de imposición. 

De esta forma, y respecto al IBI no se hace 
distinción entre extranjeros o no, haciendo 
depender la tributación exclusivamente de la 
titularidad sobre el bien inmueble de alguno 
de los derechos expuestos en el art. 61 del 
RDL 2/2004, concesión administrativa, de-
recho de superfi cie, usufructo y propiedad. 

Así pues, todos los bienes inmuebles, 
con independencia los derechos reales que 
sobre él recaigan pertenezcan a extranjeros 
o no, deberán tributar por el IBI. 

En este sentido vemos que se pronun-
cian diversos Convenios que España ha 
fi rmado con distintos Estados para evitar 
la doble imposición y prevenir la evasión y 
el fraude fi scal, que vienen a confi gurar un 
régimen específi co. Un régimen específi co 
para aquellos extranjeros no residentes en 
uno de los países pero sí en el otro o si son 
residentes de ambos.

Los Convenios de Doble Imposición 
(CDI) constituyen los tratados internacio-
nales de mayor relevancia e incidencia sobre 
las relaciones fi scales internacionales en el 
ámbito de la imposición directa. Como seña-
lan Calderón Carrero y Martín Jiménez (83), 
estos Convenios crean un “minisistema fi s-
cal” que se enlaza con la legislación inter-
na, afectando a tres posibles sujetos (ambos 
Estados y los contribuyentes amparados por 
el Convenio) y que intentan conciliar dos 
sistemas tributarios nacionales para evitar 
confl ictos de imposición creando para ello 
ese sistema convencional autónomo que re-
presenta el Convenio.

Pero estos CDI se realizan tratando en ge-
neral de otros impuestos totalmente al margen 
del IBI. No obstante en ellos se puede ver, sin 

(83) CARMONA FERNÁNDEZ, N., (Coord.), Con-
venios fi scales internacionales y fi scalidad de la Unión 
Europea, CISS, Valencia 2010, p. 47.

(84) Convenio entre España y Grecia celebrado el 6 
de marzo de 1919, fi jando reglas que se han de aplicar a 
las sucesiones de los españoles y de los griegos fallecidos 
en Grecia y en España, Gaceta 3 Diciembre 1920.

(85) Instrumento de Ratifi cación del Convenio en-
tre España y Francia para evitar la doble imposición y 
establecer normas de asistencia administrativa recíproca 
en materia de impuestos sobre la renta e impuestos so-
bre las herencias, BOE 7 enero 1964.

(86) Convenio Hispano-Alemán de 5 de diciembre 
de 1966 para evitar la doble imposición y prevenir la 
evasión fi scal en materia de Impuestos sobre la Renta y 
sobre el Patrimonio. Instrumento de Ratifi cación de 13 
de julio de 1967, BOE 8 abril 1968.
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idéntica con coincidencia en el articulado, 
aunque en el 23 deja de referirse a los bienes 
inmuebles. El Convenio con Austria (88), 
coincidiendo su numeración en los artícu-
los 2, 6 y 13, el 22 pasa a ser 23, y el 23 
pasa a ser 24 con deducciones y como en el 
caso Suizo sin referirse expresamente a los 
bienes inmuebles.

Otro ejemplo, el Convenio y Protocolo 
de 10 de octubre de 1995 con Francia, para 
evitar la doble imposición y prevenir la eva-
sión y el fraude fi scal en materia de Impuestos 
sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre 
el Patrimonio (89). Este convenio trata sobre 
diferentes aspectos de diferentes fenómenos 
económicos derivados de los inmuebles, y en 
su regulación se ve cómo se vincula la situa-
ción del inmueble con el lugar donde deberá 
abonarse el respectivo tributo. Este conve-
nio afecta a los residentes en uno o ambos de 
los Estados (art. 1) respecto a los impuestos 
sobre la renta y sobre el patrimonio exigibles 
por cada uno de los Estados contratantes 
(art. 2), con referencia específi ca en el caso 
español, art. 2.3. a). iv), a los impuestos loca-
les sobre la Renta y sobre el Patrimonio.

De este modo, en casos como las rentas 
inmobiliarias o las ganancias por enajenación 
de inmuebles se viene a someter a imposición 
por parte del Estado en que esos bienes estén 
radicados, junto a los casos de sucesión.

Igual sucede con el acuerdo con Países 
Bajos (90) (arts. 1, 6, 14 y 24) con Dina-

pagados (…), así como los impuestos sobre las 
plusvalías. Cita, entre los impuestos a los que 
se les aplica, la antigua Contribución Territo-
rial tanto rústica y pecuaria como urbana. En 
el art. 6.1 se dice que las rentas procedentes 
de los bienes inmuebles pueden someterse a im-
posición en el Estado Contratante en que tales 
bienes estén situados, incluyendo (6.3) la uti-
lización directa, el arrendamiento o cualquier 
otra forma de explotación. En  el art. 6.4 se 
extiende a las rentas de inmuebles de empre-
sas, y en 6.2 remite a la defi nición de bien 
inmueble interna de cada Estado, añadiendo 
una enumeración de bienes que serán consi-
derados inmuebles en todo caso. Igualmente 
el artículo 13 establece que las ganancias de-
rivadas de la enajenación de bienes inmuebles, 
(…) pueden someterse a imposición en el Esta-
do Contratante en que están sitos. O el 22 por 
el que: El patrimonio constituido por bienes in-
muebles (…) pueden someterse a imposición en 
el Estado Contratante en que los bienes estén si-
tos. Supuestos que se refl ejan en la exclusión 
de la base del impuesto de todas las rentas de 
fuente con origen en el otro país (art. 23) y 
se deduce en Alemania (23 b, e) el impuesto 
español pagado por rentas de fuente españo-
la o bienes sitos en España, entre otros, en 
el caso de rentas procedentes de inmuebles o el 
patrimonio integrado por tales bienes, cuando 
éstos no están vinculados efectivamente a un 
establecimiento permanente situado en España. 
Igualmente se deducirá el impuesto alemán 
exigido por las rentas procedentes de inmue-
bles en Alemania, no vinculados con un esta-
blecimiento permanente, y por el patrimonio 
que constituyen (23, 2, b).

Paralelo al Convenio Hispano-Alemán, 
encontramos otros, como el Convenio con 
Suiza (87), con redacción prácticamente 

(87) Convenio Internacional para evitar la doble 
imposición en materia de Impuesto sobre la Renta y 
sobre el Patrimonio entre el Estado español y la Con-
federación Suiza de 26 de abril de 1966. Instrumento 
de ratifi cación de España de 26 enero de 1967. BOE 3 
marzo 1967. Modifi cado por CDI hecho en Madrid 29 
de junio de 2006, BOE 27 marzo 2007.

(88) CDI de 20 de diciembre de 1966, entre Espa-
ña y la República de Austria. Instrumento de ratifi cación 
de 14 de septiembre de 1967. BOE 6 enero 1968. Fue 
modifi cado parcialmente aunque sin efectos en esta ma-
teria por el Protocolo, hecho en Viena el 24 de febrero de 
1995, modifi cador del Convenio de 1966. Instrumento 
de ratifi cación BOE 2 Octubre.

(89) BOE 12 de junio 1997, núm. 140, (pág. 17982).
(90) CDI de 16 de junio de 1971 entre el gobierno 

del Estado Español y el Gobierno del Reino de los Paí-
ses Bajos. Instrumento de ratifi cación de 15 de junio de 
1972. BOE 16 octubre 1972. Corrección de errores BOE 
18 de marzo 2004.
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(arts. 2, 6, 14 y 24), Polonia (101) (arts. 2, 
6, 13, 21 y 22), Checoslovaquia (102) (arts. 
2, 6, 13, 21 y 22), Túnez (103) (arts. 2, 6, 
13, 21 y 22), Hungría (104) (arts. 2, 6, 13, 
22 y 23), URSS (105) (arts. 10, 11 y 15), 
Luxemburgo (106) (arts. 2, 6, 13, 22 y 23), 
Tailandia (107) (arts. 2, 6, 13 y 22), Fili-
pinas (108) (arts. 2, 6 y 13), Estados Uni-
dos (109) (arts. 6, 13, 14 y 23, así como el 
7, el 10 y el 11, que permite un impuesto 
adicional exigible conforme al art. 14 que 
grave las rentas de bienes inmuebles cuan-
do se hayan sometido a imposición sobre 
una base neta, como señala Carmona Fer-
nández EE.UU. permite a un residente de 
un Estado contratante optar por ser grava-
do en el Estado de situación del inmueble 
sobre una base imponible coincidente con 
las rentas netas (110)), China (111) (arts. 

marca (91) (arts. 2, 6, 13, 22 y 23) y su 
modifi cación de 1999 (92) que modifi ca el 
artículo 22, con Italia (93) (arts. 2, 6 y 13), 
Japón (94) (arts. 6 y 13), Brasil (95) (arts. 
2, 6 y 13), Reino Unido (96) (arts. 6, 13 y 
23), Suecia (97) (arts. 2, 6, 13 y 23), Ca-
nadá (98) (arts. 2, 6, 13 y 22), Marruecos 
(99) (arts. 2, 6, 13 y 22), Rumania (100) 

(91) Convenio de 3 de julio de 1972 entre España 
y Dinamarca para evitar la doble imposición en mate-
ria de impuestos sobre la Renta y sobre el Patrimonio y 
Protocolo Anexo. Instrumento de ratifi cación de 12 de 
enero de 1973. BOE 28 enero 1974. En la actualidad no 
se encuentra en vigor.

(92) CDI modifi cador del anterior, fi rmado en Co-
penhague el 3 de julio de 1972, BOE 17 mayo 2000, 
modifi cado por corrección de erratas y no está en vigor 
por Denuncia desde el 1 enero de 2009, BOE 19 no-
viembre 2008.

(93) Convenio entre España e Italia para evitar la 
doble imposición en materia de impuestos sobre la renta 
y para prevenir la evasión fi scal, hecho en Roma el 8 de 
septiembre de 1977. Instrumento de Ratifi cación de 10 
de abril de 1978. BOE 22 Diciembre 1980.

(94) Convenio 13 de febrero de 1974 con Japón 
para evitar la doble imposición en materia de impuestos 
sobre la Renta y protocolo anejo. Instrumento Ratifi ca-
ción de 13 de julio de 1974. BOE 2 diciembre.

(95) CDI el Estado Español y la República federa-
tiva del Brasil para evitar la doble imposición y prevenir 
la evasión fi scal en materia de Impuestos sobre la Renta, 
hecho en Brasilia el 14 de noviembre de 1974. BOE 31 
Diciembre 1975.

(96) CDI entre España y el Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte, hecho en Londres el 21 de 
octubre de 1975. BOE 18 noviembre 1976.

(97) CDI en materia de impuestos sobre la renta 
y el capital y protocolo anejo, fi rmado en Madrid el 16 
junio de 1976. BOE 22 enero 1977.

(98) CDI y prevenir la evasión fi scal en materia de 
impuestos sobre renta y patrimonio, fi rmado en Ottawa 
el 23 de noviembre e 1976. BOE 6 febrero 1981.

(99) Convenio entre el Reino de España y el Reino 
de Marruecos para evitar la doble imposición en materia 
de impuestos sobre la renta y patrimonio y protocolo 
anejo, fi rmado en Madrid el 10 de julio de 1978, así 
como el Canje de Notas de 13 de diciembre de 1983 y 
de 7 de febrero de 1984, modifi cando el art. 2.3. BOE 
22 mayo 1985. Rectifi cado por BOE 9 agosto 2000.

(100) Convenio entre el Gobierno del Reino de Es-
paña y el gobierno de la República Socialista de Rumania 
para evitar la doble imposición en materia de impuestos 
sobre la renta y el patrimonio, fi rmado en Madrid el 24 
de mayo de 1979. BOE 2 octubre 1980.

(101) Convenio entre España y el Gobierno de la 
República Popular de Polonia, para evitar la doble im-
posición con respecto a los impuesto sobre la renta y el 
capital, hecho en Madrid el 15 de noviembre de 1979 y 
su Protocolo anejo. BOE 15 de junio 1982.

(102) Convenio España y la República Socialista de 
Checoslovaquia para evitar la doble imposición y preve-
nir la evasión en materia de renta y patrimonio. BOE 14 
julio 1981.

(103)  Convenio de 2 de julio de 1982, España y Tú-
nez en materia de renta y patrimonio. BOE 3 marzo 1987.

(104) CDI 9 de julio de 1984, en materia de renta 
y patrimonio y protocolo. BOE 24 noviembre 1987.

(105) CDI BOE 22 septiembre de 1986, sin aplica-
ción respecto a Rusia por efecto del artículo 28.3 de CDI 
con la Federación Rusa de 1998, BOE 6 julio 2000.

(106) Convenio de 3 de junio de 1986, BOE 4 
agosto 1987, modifi cado en Bruselas el 10 de noviembre 
de 2009, BOE de 31 de mayo de 2010.

(107)  CDI España con el Reino de Tailandia hecho en 
Madrid el 14 de octubre de 1997. BOE 9 Octubre 1998.

(108) CDI entre España y la República de Filipinas, 
Firmado en Manila el 14 de marzo de 1989. BOE 15 
diciembre de 1994.

(109) CDI entre España y los Estados Unidos de 
América. BOE 22 de Diciembre 1990.

(110) CARMONA FERNÁNDEZ, N., (Coord.), 
“Rendimientos inmobiliarios”, Convenios fi scales inter-
nacionales y fi scalidad de la Unión Europea, CISS, Va-
lencia 2010, p. 125-135, p. 129.

(111) CDI entre gobierno e España y de la Repú-
blica Popular de China. BOE 25 junio 1992. Rectifi cado 
BOE 27 mayo 1993.
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13, 21 y 22), Cuba (126) (arts. 2, 6, 13, 22 y 
23), Noruega (127) (arts. 2, 6, 13, 21 y 22), 
Israel (128) (arts. 2, 6, 13 22 y 23), Gre-
cia (129) (arts. 2, 6, 13, 21 y 22), Eslovenia 
(130) (arts. 2, 6, 13, 22 y 23), Islandia (131) 
(arts. 2, 6, 13 21 y 22), Turquía (132) (arts. 
2, 6, 13 y 21), Argelia (133) (arts. 2, 6, 13, 
20 y 21), Venezuela (134) (arts. 2, 6, 13, 21 
y 22), Chile (135) (arts. 2, 6, 13, 20 y 21), 
Irán (136) (arts. 2, 6, 13, 21 y 22), Lituania 
(137) (arts. 2, 6, 13, 22, 23, más epígrafes V, 
VI y X del protocolo), Estonia (138) (arts. 
2, 6, 13, 21 y 22 más IV, V y IX del proto-
colo), Letonia (139)(arts. 2, 6, 13, 22 y 23 

2, 6, 13, 22 y 23), Ecuador (112) (arts. 6, 
13, 22 y 23), Bulgaria (113), (arts. 5, 11 y 
20), Australia (114) (arts. 6, con defi nición 
detallada de bien inmueble, y 13), Argenti-
na (115), (arts. 2, 6, 13, 21 y 22), México 
(116) (arts. 2, 6, 13, 21 y 22), Irlanda (117) 
(arts. 2, 6, 13 y 22), India (118) (arts. 2, 6, 
14, 23 y 24), Corea del Sur (119) (arts. 6, 13 
y 22), Portugal (120) (arts. 2, 6, 13 y 22), 
Indonesia (121) (arts. 2, 6, 13 y 23), Bélgi-
ca (122) (2, 6, 13, 21 y 22), Francia (123) 
(arts. 2, 6, 13, 22 y 23), Bolivia (124) (arts. 
2, 6, 13, 22 y 23), Rusia (125) (arts. 2, 6, 

(112) CDI España y Ecuador fi rmado en Quito el 
20 de mayo de 1991. BOE 5 mayo 1993.

(113) CDI de 6 de marzo de 1990 entre España y la 
República Popular de Bulgaria. BOE 12 julio 1991.

(114) CDI de 24 de marzo de 1992, entre España y 
Australia. BOE 29 diciembre.

(115) CDI España y Argentina fi rmado en Madrid 
el 21 julio 1992. BOE 9 septiembre 1994. Rectifi cado 
por Corrección de erratas, BOE 3 enero 1995.

(116) CDI España y los Estados Unidos Mexica-
nos, en Madrid el 24 julio 1002. BOE 27 Octubre 1994, 
rectifi cado por corrección de erratas en BOE 4 enero 
1995.

(117) CDI España e Irlanda, hecho en Madrid el 10 
de febrero de 1994, BOE 27 diciembre 1994

(118) CDI España e India, fi rmado en Nueva Delhi 
el 8 de febrero de 1993, BOE 7 febrero de 1995, rectifi -
cación por corrección de erratas BOE 27 junio 1996.

(119) CDI España Corea, fi rmado en Seúl el 17 de 
enero de 1994. BOE 15 diciembre de 1994.

(120) CDI España y Portugal, fi rmado en Madrid el 
26 de octubre de 1993. BOE 7 Noviembre 1995.

(121) CDI España e Indonesia, hecho en Yakarta el 
30 de mayo de 1995. BOE 14 enero 2000.

(122) CDI  entre España y Bélgica hecho en Bruse-
las el 14 de junio de 1995, y acta que lo modifi ca, hecha 
en Madrid el 22 de junio de 2000, BOE 4 julio 2003, 
que deroga al Convenio de 24 de septiembre de 1970 
entre España y Bélgica, Instrumento Ratifi cación de 28 
de mayo de 1971, BOE 27 octubre 1972.

(123) CDI fi rmado en Madrid el 10 de octubre de 
1995. BOE 12 de junio 1997.

(124) CDI España y Bolivia, hecho “ad referéndum” 
en La Paz el 30 de junio de 1997, y Protocolo. BOE 10 
diciembre 1998.

(125) CDI entre Reino de España y federación 
Rusa, hecho en Madrid el 16 de diciembre de 1998, 
BOE 6 julio 2000.

(126) CDI España y Cuba, hechos en Madrid el 3 
de febrero de 1999, y Canje de Notas de 9 de noviembre 
y 30 de diciembre de 1999 que los modifi ca. BOE 10 
enero 2001.

(127) CDI España y Noruega, hecho en Madrid el 
6 de octubre de 1999. BOE 10 enero 2001.

(128) CDI España e Israel, hecho en Jerusalén el 30 
de noviembre de 1999. BOE 10 enero 2001.

(129) CDI España y República Helénica, hecho 
en Madrid el 4 de diciembre de 2000, BOE 2 octubre 
2002.

(130) CDI España y Eslovenia, hecho en Liubliana 
el 23 de mayo de 2001. BOE 28 junio 2002.

(131) CDI España e Islandia, hecho en Madrid el 
22 de enero de 2002, BOE 18 octubre 2002.

(132) CDI España y Turquía, hecho en Madrid el 
5 de julio de 2002, BOE 19 enero 2004, rectifi cado por 
corrección de erratas BOE 10 marzo 2004, y por correc-
ción de errores BOE 8 abril 2004.

(133) CDI España y República Argelina Democrá-
tica y Popular, hecho “ad referéndum” en Madrid el 7 de 
octubre de 2002, BOE 22 julio 2005. Rectifi cado BOE 4 
abril 2007.

(134) CDI entre España y la República Bolivariana 
de Venezuela, hecho en Madrid el 8 de abril de 2003, 
BOE 15 junio 2004.

(135) CDI entre España y Chile hecho en Madrid el 
7 de julio de 2003, BOE 2 febrero 2004.

(136) Instrumento de ratifi cación del CDI entre Es-
paña y la República Islámica del Irán, hecho en Teherán 
el 19 de julio de 2003. BOE 2 octubre 2006.

(137) CDI España y Lituania, hecho en Madrid el 
22 de julio de 2003, BOE 2 febrero 2004.

(138) CDI España y Estonia, hecho en Tallinn el 3 
de septiembre de 2003. BOE 3 febrero 2005.

(139) CDI España Letonia, hecho en Riga el 4 de 
septiembre de 2003, BOE 10 enero 2005, rectifi cado 
BOE 8 marzo 2005.
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23), Bosnia Herzegovina (156) (arts. 2, 6, 
13, 21 y 22) o Costa Rica (157) (arts. 2, 6, 
13, 21 y 22, más el apartado III del proto-
colo que al interpretar el apartado 2.3.a, v, 
señala que al decir “impuestos locales sobre 
la renta y sobre el patrimonio en España” se 
incluyen el Impuesto de Bienes Inmuebles y 
el Impuesto sobre Actividades Económicas).
Todos ellos confi guran buena parte de los 
CDI fi rmados por España, y en todos se ma-
terializa el principio por el que los bienes 
inmobiliarios siempre tributarán en el país 
en el que se encuentran, lo que se extiende 
a ciertas facetas de su explotación y de las 
rentas que de ellos proceden.

Los paralelismos que vemos en esos 
CDI son lógicos, en especial a causa de la 
elaboración del Modelo de convenio-tipo 
de doble imposición de la O.C.D.E. en 
1977. En 1992 se hizo un nuevo modelo de 
Convenio de la O.C.D.E. manteniendo sin 
cambios el anterior en cuanto a inmuebles. 
El Modelo de 2005 pasa a utilizar la expre-
sión “propiedad inmobiliaria” en lugar la 
de “bienes inmuebles”, y la última versión 
es del año 2008, que añade los “fi deicomi-
sos de inversiones inmobiliarias”. También 
existe un modelo elaborado por la ONU 
con origen en 1979 y actualizado en 1999, 
cuy diferencia genérica es dar más posibili-
dades para proteger la base tributaria en el 
país fuente (158). 

Ese modelo de la OCDE es el que, con 
mayor o menor exactitud siguen. Se dispone 
en el art. 2 que se considerarán impuestos 
sobre la Renta y el patrimonio los que gra-
van la totalidad del patrimonio incluyendo 
los impuestos sobre las ganancias derivadas 

más V, VI y X del protocolo), Vietnam (140) 
(arts. 2, 6, 13 y 22), Croacia (141) (arts. 
2, 6, 13, 20 y 21), Egipto (142) (arts. 2, 6, 
13, 21 y 22), Macedonia (143) (arts. 2, 6, 
13, 20 y 21), Nueva Zelanda (144) (arts. 
6, 13 y 20), Malta (145) (arts. 2, 6, 13 y 
21), Emiratos Árabes Unidos (146) (arts. 
2, 6, 13, 20 y 21), Malasia (147) (arts. 6, 
13 y 21), Sudáfrica (148) (arts. 2, 6, 13, 20 
y 21), Arabia Saudí (149) (arts. 2, 6, 13, 
22 y 23), Moldavia (150) (arts. 2, 6, 13, 
20 y 21), Colombia (151) (arts. 2, 6, 13, 
20 y 21), Jamaica (152) (arts. 2, 6, 14 y 
22), El Salvador (153) (arts. 2, 6, 14, 22 
y 23), Trinidad y Tobago (154) (arts. 2, 6, 
14 y 22), Serbia (155) (arts. 2, 6, 13, 22 y 

(140) CDI España y República Socialista de Viet-
nam, hecho en Hanoi el 7 de marzo de 2005. BOE 10 
enero 2006, rectifi cado BOE 4 abril 2007.

(141) CDI España y Croacia, hecho en Zagreb el 19 
mayo de 2005, BOE 23 mayo 2006, corregido por BOE 
29 marzo 2007.

(142) CDI entre España y la república Árabe de 
Egipto, hecho en Madrid el 10 de junio de 2005, BOE 
11 julio 2006.

(143) CDI España y Macedonia, hecho en Madrid 
el 20 junio de 2005, BOE 3 enero 2006.

(144) CDI España Nueva Zelanda, hecho en We-
llington el 28 de julio de 2005. BOE 11 octubre 2006.

(145) CDI España y Malta, hecho en Madrid el 8 de 
noviembre de 2005, BOE 7 septiembre 2006.

(146) CDI España y Emiratos Árabes Unidos, he-
cho en Abu Dhabi el 5 de marzo de 2006. BOE 23 Enero 
2007, rectifi cado por BOE 28 marzo 2007.

(147) CDI España y Malasia, hecho en Madrid el 
24 de mayo de 2006, BOE 13 febrero 2008.

(148) CDI España Sudáfrica, hecho en Madrid el 
23 de junio de 2006, BOE 15 febrero 2008.

(149) CDI España y Arabia Saudí, hecho en Madrid 
el 19 de junio de 2007. BOE 14 julio 2008.

(150)  CDI España y Moldavia, hecho ad referéndum 
en Chisinau el 8 de octubre de 2007. BOE 11 abril 2009.

(151) CDI España y Colombia, hecho en Bogotá el 
31 de marzo de 2005. BOE 28 octubre 2008.

(152) CDI España y Jamaica, hecho en Kingston el 
8 de julio de 2008. BOE 12 mayo 2009.

(153) CDI España  el Salvador, hecho en Madrid el 
7 de julio de 2008, BOE 5 junio 2009.

(154) CDI entre España y la República de Trinidad 
y Tobago, hecho en Puerto España el 17 de febrero de 
2009, BOE 8 diciembre.

(155) CDI entre España y Serbia, hecho en Madrid 
el 9 de marzo de 2009, BOE 25 enero 2010.

(156) CDI entre España y Bosnia y Herzegovina, 
hecho en Sarajevo el 5 de febrero de 2008, BOE 5 no-
viembre 2010.

(157) CDI España y Costa Rica, hecho en Madrid el 
4 de marzo de 2004. BOE 1 enero 2011.

(158) Así opina BYRNE, P.D., “Convenios para evi-
tar la doble tributación: Un análisis del caso del Perú”, 
publicado en internet por el Banco Interamericano de 
Desarrollo, Septiembre 2005, p. 14.
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residentes en países o territorios con los que 
exista efectivo intercambio de información 
tributaria, en los términos de la Ley 36/2006 
la exención de los dividendos. Respecto al 
régimen fi scal de los socios no residentes 
dispone que en lo no previsto se regirá por 
el Impuesto sobre la Renta de no Residen-
tes (art. 8.4), destacando la exención de los 
dividendos y ganancias patrimoniales obte-
nidas por no residentes sin establecimiento 
permanente (salvo que residan en un país 
sin efectivo intercambio de información) 
art. 10.1 apartado c. 

El art. 13 respecto a las ganancias de 
capital por enajenación de bienes inmue-
bles, permite someterlas a imposición por 
el Estado en que los inmuebles estén sitos. 
Por el art. 21.2 exceptúa el 21.1, por el que 
todas las rentas no contempladas tributarán 
en el Estado del que sea residente, respecto 
a las rentas derivadas de bienes inmuebles 
cuando el benefi ciario, residente en el otro 
Estado, realice una actividad industrial o 
comercial por medio de un establecimiento 
permanente o preste servicios profesionales 
por medio de una base fi ja, con los que el 
derecho o propiedad por los que se pagan 
las rentas esté vinculado efectivamente. Y 
el art. 22 respecto a la imposición sobre el 
Patrimonio, por el que los inmuebles pue-
den someterse a imposición en el Estado en 
el que éstos estén situados. 

En general el modelo OCDE establece 
la tributación compartida para los rendi-
mientos de bienes inmuebles, permitiendo 
la tributación en el Estado en el que se en-
cuentren ubicados los inmuebles, de hecho 
el derecho preferente al gravamen de las 
rentas inmuebles corresponde al Estado en 
que estén sitos. La única excepción, como 
señala Sánchez Fernández (160), es el Con-

de la enajenación de bienes inmuebles, en-
tre otros. Un art. 6.1 por el que las rentas que 
un residente de un Estado Contratante obten-
ga de bienes inmuebles (incluidas las rentas de 
explotaciones agrícolas o forestales) situados 
en el otro Estado Contratante pueden some-
terse a imposición en este otro Estado. En el 
apartado 2 la defi nición de bien inmueble, 
remitiendo a la legislación interna del país 
en que se encuentre, (que en el caso espa-
ñol conduce al art. 334 Cc.) y en todo caso 
los accesorios, el ganado y equipo utilizado 
en las explotaciones agrícolas y forestales, los 
derechos a los que se apliquen las disposicio-
nes de Derecho privado relativas a los bienes 
raíces, el usufructo de bienes inmuebles y los 
derechos a percibir pagos variables o fi jos por 
la explotación o la concesión de la explota-
ción de yacimientos minerales, fuentes y otros 
recursos naturales; los buques, embarcaciones 
y aeronaves no se consideran bienes inmue-
bles. Estas reglas se hacen aplicables a los 
rendimiento por utilización directa, arren-
damiento, aparcería o cualquier otra forma 
de explotación de los inmuebles, lo que 
faculta al Estado a gravar la renta estima-
da incluyendo los inmuebles de “empresas 
industriales, comerciales u otras”. Además 
podrá ampliarse en el Convenio, es el caso 
de Francia, respecto a rendimientos de ac-
ciones o participaciones que se traten como 
rendimientos de bienes inmuebles según su 
propia legislación, como Finlandia respec-
to a los rendimientos de los accionistas de 
sociedades fi nesas derivados de la utiliza-
ción de inmuebles situados en Finlandia. 
En España la Ley 11/2009 (159) de 26 de 
octubre, por la que se regulan las Socieda-
des Anónimas Cotizadas de Inversión en el 
Mercado Inmobiliario (SOCIMI) admite la 
posibilidad de que sean no residentes pero 
en el artículo 2.2 en referencia al 2 apartado 
c, dispone que las entidades no residentes a 
que se refi ere el apartado anterior deben ser 

(159) BOE 27 octubre 2009, Núm 259.

(160) SÁNCHEZ FERNÁNDEZ, T., Estudio compa-
rativo de los convenios suscritos por España respecto al 
convenio modelo de la OCDE, Doc. N.º 1/04, Documen-
tos Instituto Estudios Fiscales, Madrid 2001, p. 20.
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Ligada a esa capacidad, reconocida in-
ternacionalmente, de gravar las ganancias 
derivadas de los bienes inmuebles sitos en 
España encontramos el Texto Refundido 
Ley Impuesto sobre la Renta de No Resi-
dentes (162) (IRNR). El primer problema, 
general de la ley del IRNR, es la ausencia 
de un concepto de “no residencia”, que 
hace necesario interpretar a sensu contrario 
el concepto de residencia habitual, la per-
manencia más de 183 días, durante un año 
natural, en territorio español y que radique 
en España el núcleo principal o la base de 
sus actividades o intereses económico, sea 
directa o indirectamente. Además existen 
una serie de presunciones (residencia de fa-
miliares y ausencias esporádicas) y respecto 
a los países califi cados como paraísos fi s-
cales exige probar la permanencia en ellos 
durante 183 días del año natural.

El IRNR grava en su artículo 13.1.g, los 
rendimiento derivados, directa o indirecta-
mente, de bienes inmuebles situados en terri-
torio español o de derechos relativos a éstos y 
13.1.h, las rentas imputadas a los contribu-
yentes personas físicas titulares de bienes 
inmuebles urbanos situados en territorio 
español no afectos a actividades económi-
cas, 13.1.i.3º, las ganancias patrimoniales 
cuando procedan, directa o indirectamente, de 
bienes inmuebles situados en territorio espa-
ñol o de derechos que deban cumplirse o se 
ejerciten en territorio español. Podemos en-
contrar varios supuestos, siguiendo a Car-
mona Fernández (163), entre los directa o 
indirectamente derivados de bienes inmue-
bles y los indirectos como rentas derivadas 
de acciones o participaciones con un sus-
trato inmobiliario dominante.

venio con Austria, en el que los rendimien-
tos de bienes inmuebles tributan de forma 
exclusiva en el Estado en el que se encuen-
tran situados. En este caso no será posible 
la tributación compartida por los dos Esta-
dos signatarios del convenio, su gravamen 
por el Estado de la fuente de donde provie-
nen las rentas o en donde radican los bienes 
y por el Estado donde reside, siendo éste 
último el que deberá adoptar medidas para 
evitar la doble imposición. 

Note el lector que con la desaplicación 
del impuesto sobre el patrimonio (161) 
quedan modifi cados algunos aspectos de la 
regulación de los procedimientos amisto-
sos, para que durante su tramitación no de-
venguen demora, y posibilitar la exención 
de los rendimientos a favor de los inverso-
res de Deuda Pública y otros instrumentos 
de renta fi ja, pero igualmente será de apli-
cación a los extranjeros la bonifi cación del 
100% de la cuota íntegra a los sujetos pasivos 
por obligación personal o real de contribuir, 
al decir del artículo 3º de la disposición 
transitoria vigésimo novena, modifi cador 
del art. 33 de la Ley del impuesto sobre el 
patrimonio.

No obstante señalemos que a este res-
pecto los sujetos pasivos del Impuesto so-
bre el Patrimonio por obligación real, las 
personas físicas que no tengan su residen-
cia habitual en territorio español, titulares 
de bienes radicados y derechos ejercitables 
en el mismo, en cuyo caso sólo se exigirá 
por los bienes radicados en España (art. 
5.2.b Ley 19/1991 del impuesto sobre el 
patrimonio). En el caso de que el no resi-
dente tenga exclusivamente una vivienda 
destinada a uso propio podrá utilizar una 
declaración simplifi cada.

(161) Por Ley 4/2008 de 23 de diciembre, por la 
que se suprime el gravamen del Impuesto sobre el Patri-
monio, se generaliza el sistema de devolución mensual 
en el Impuesto sobre el Valor Añadido, y se introducen 
otras modifi caciones en la normativa tributaria. Rectifi -
cada por BOE 13 marzo 2009.

(162) RDL 5/2004, de 5 de marzo por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes. BOE 12 marzo 2004, núm. 62.

(163) CARMONA FERNÁNDEZ, N., (Coord.), 
“Rendimientos inmobiliarios”, Convenios fi scales inter-
nacionales y fi scalidad de la Unión Europea, CISS, Va-
lencia 2010, p. 125-135, p. 130 y ss.
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económicas o prestaciones de servicios en 
España y los rendimientos derivados de la 
actuación personas en territorio español de 
artistas y deportistas. 

En segundo lugar los rendimientos deri-
vados, directa o indirectamente, de inmue-
bles en territorio español. En el supuesto 
de inmuebles arrendados, la base imponi-
ble coincide con el importe íntegro de los 
alquileres percibidos sin posibilidad de 
deducir gasto alguno, salvo si el titular es 
una entidad sometida al gravamen especial 
sobre bienes inmuebles, (art. 44 de la LIR-
NR). El tipo de gravamen general es el ge-
neral del 24%. En inmuebles no arrendados 
cabe distinguir: 1º si el propietario es per-
sona física y el inmueble no está afectado 
a actividades económicos, se prevé la suje-
ción de las rentas imputadas, cuya cuanti-
fi cación se realizará según el art. 85 de la 
LIRPF, excluyendo inmuebles rústicos y so-
lares urbanos. 2º si el titular es una entidad 
no genera ninguna renta gravable salvo que 
realice operaciones vinculadas o realizadas 
con residentes en paraísos fi scales (LIS art. 
16 y 17), con lo que podría concurrir con el 
gravamen especial. Además el artículo 24.6 
de la LIRNR, añadido por el artículo 4.3 de 
la ley 2/2010 (165) que incorpora diversas 
directivas europeas, establece, cuando el su-
jeto sea residente en otro Estado miembro 
de la Unión Europea, unas reglas especiales 
para determinar la base imponible por ren-
dimientos sin EP, permitiendo la deducción 
de los gastos de IRPF siempre que se acre-
dite que están relacionados directamente 
con los rendimientos obtenidos en España 
y que tienen un vínculo económico directo 
e indisociable con la actividad.

En tercer lugar las rentas imputadas o 
estimadas a las personas físicas titulares de 

Los primeros, directa o indirectamente 
derivados de inmuebles, deben ser identi-
fi cados con el art. 22 de la Ley IRPF (164) 
sobre rendimientos íntegros de capital in-
mobiliario, los procedentes de la titularidad 
de bienes inmuebles rústicos y urbanos o de 
derechos reales que recaigan sobre ellos, todos 
los que se deriven del arrendamiento o de la 
constitución o cesión de derechos o facultades 
de uso o disfrute sobre aquéllos, cualquiera 
que sea su denominación o naturaleza. 

Respecto a las rentas inmobiliarias obte-
nidas en España por no residentes en primer 
lugar deberemos considerar que en ciertos 
casos, según el tipo de inmueble, se entien-
de que el no residente opera a través de un 
establecimiento permanente (EP). Es el 
caso de las rentas generadas por inmuebles 
rústicos (art. 13.1.a), que salvo en caso de 
cesión en arrendamiento o aparcería,  serán 
consideradas como EP, tributando por arts. 
18 y 19 del LIRNR. Respecto a las rentas de 
inmuebles urbanos generadas por actividad 
empresarial no siempre se considerará que 
tengan carácter de establecimiento perma-
nente, debiendo cumplirse alguno de los 
requisitos del art. 27.2 LIRPF, cuando haya 
un local exclusivamente dedicado a la ges-
tión de la actividad y al menos una persona 
empleada con contrato laboral (art. 68.2.4º 
b LIRNR). Si no se diesen estos dos requi-
sitos las rentas se considerarán obtenidas 
sin EP. Además, en el supuesto de que el 
establecimiento permanente de entidad no 
residente transfi era rentas al extranjero, se 
prevé una imposición complementaria con 
excepción de que sean residencia fi scal en 
otro país de la UE.

Además, el art. 13 IRNR añade otros su-
puestos de rentas obtenidas sin mediación 
de EP, como actividades o explotaciones 

(164) Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de mo-
difi cación parcial de las leyes de los impuestos sobre 
Sociedades, sobre la renta de no Residentes y sobre el 
Patrimonio. BOE 29 noviembre 2006, núm. 285.

(165) Ley 2/2010, de 1 de marzo, por la que se 
trasponen determinadas Directivas en el ámbito de la 
imposición indirecta y se modifi ca la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes para adaptarla a la nor-
mativa comunitaria. BOE 2 marzo 2010, núm. 53.
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33.2 y 38). Debemos tener en cuenta que 
bajo este supuesto podrán tributar también 
muebles, (no los residentes en la Unión Eu-
ropea) como ventas de acciones.

En principio nos da la impresión de 
que este tributo está colisionando con el 
Impuesto sobre el Incremento de Valor de 
los Terrenos de Naturaleza Urbana, (que 
también colisiona con la imposición sobre 
la renta (166)), impuesto potestativo de los 
ayuntamientos, regulado en el artículo 104 
y siguientes del RD 2/2004 (167) de 5 de 
marzo, que grava el incremento de valor que 
experimenten dichos terrenos y se ponga de 
manifi esto a consecuencia de la transmisión 
de la propiedad de los mismos por cualquier 
título o de la constitución o transmisión de 
cualquier derecho real de goce, limitativo del 
dominio. 

En este caso la base imponible (art. 107) 
está constituida por el incremento del valor 
de los terrenos, puesto de manifi esto en el mo-
mento del devengo y experimentado a lo largo 
de un período máximo de veinte años. 

No hay equivalente al supuesto de rentas 
imputadas a las personas físicas en el caso 
de personas jurídicas, salvo en los supues-
tos de presunciones de onerosidad o de va-
loración de mercado entre sujetos vincula-
dos físicamente o con residencia en paraísos 
fi scales. Sin embargo existe una modalidad 
impositiva singular en la legislación españo-
la, que en cierto modo ha cubierto ese vacío, 
el Gravamen Especial sobre Bienes Inmue-
bles de Entidades no Residentes.

Este gravamen fue creado, como ha 
señalado el Doctor Pastoriza Sánchez y la 

inmuebles o las personas físicas no residen-
tes que tengan un derecho real de disfrute 
(o la propiedad) de inmuebles urbanos en 
territorio español y afectos a actividades 
económicas. Deberán tributar por la renta 
imputada de los bienes inmuebles situa-
dos en territorio español, remitiendo a la 
Ley del impuesto sobre la Renta, actual art. 
85. Se plantea Carmona Fernández que a 
la luz de los CDI sólo podrían imputarse 
cuando el no residente efectúe una “utiliza-
ción directa” del inmueble y no si demues-
tra que no usa el inmueble, aunque se incli-
na este autor por considerar determinante 
la posibilidad del uso del bien, es decir, su 
potencial utilización, como justifi cación 
sufi ciente para que tribute.

En cuarto lugar las ganancias patrimo-
niales, “ganancias de capital” en los conve-
nios se separa de los rendimientos que ob-
tengan los contribuyentes del IRNR sin la 
mediación de una EP. Básicamente sigue la 
ley del IRPF, aunque sin permitirse el dife-
rimiento o reparto en el tiempo de la tribu-
tación y ciertos supuestos de transmisión 
de inmuebles por no residentes sin EP el 
adquirente ha de practicar retención del 5% 
sobre la contraprestación acordada (IRNR 
art. 25.2) y en España queda limitada a las 
plusvalías. Son las ganancias derivadas de 
inmuebles o derechos relativos a los mis-
mos, directa o indirectamente, incluyendo 
las ganancias de derechos o participaciones 
en una entidad, residente o no, cuyo activo 
esté constituido principalmente por bienes 
inmuebles en España, y las derivadas de la 
transmisión de derechos o participaciones 
en una entidad, residente o no, que atribu-
yan a su titular el derecho de disfrute sobre 
esos inmuebles.

La base imponible es la diferencia entre 
el valor de adquisición del elemento patri-
monial y su valor de transmisión, sin que 
sea posible la compensación entre ganan-
cias y pérdidas, el régimen de diferimiento 
(LIRPF art. 94.1.a), la exenciones por rein-
versión o mayores de 65 años, por trans-
misiones de vivienda habitual (LIRPF arts. 

(166) Sobre doble imposición inmobiliaria: LÓ-
PEZ ESPADAFOR, C.M., “Propuestas sobre la plurim-
posición inmobiliaria”, Estudios fi nancieros, Revista de 
contabilidad y tributación, nº 336, marzo 2011.

(167) RD 2/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la ley reguladora de las 
haciendas locales. BOE de 9 de marzo, núm. 59. Correc-
ción errores 13 de marzo.
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La base imponible está constituida por 
el valor catastral y de no existir se calculará 
conforme a las normas del impuesto sobre 
el patrimonio. En los supuestos de parti-
cipación e la titularidad del derecho sobre 
el bien se exigirá la parte del valor que co-
rresponda (art. 41). Igualmente se podrá 
fraccionar la base imponible cuando las 
condiciones de residencia de los tenedores 
últimos sólo se cumplan parcialmente.

El artículo 42 establece una serie de 
exenciones, a estados e instituciones públi-
cas extranjeras y organismos internaciona-
les (refl ejo de la normativa internacional y 
los acuerdos asumidos por España), las en-
tidades con derecho a que se les aplique un 
CDI si contiene cláusula de intercambio de 
información, y que las personas físicas que 
en última instancia posean, de forma direc-
ta o indirecta, el capital o patrimonio de la 
entidad sean residentes en España o tengan 
derecho a la aplicación de un convenio con 
cláusula de intercambio de información; 
además tendrán que presentar una declara-
ción en que relacionen los inmuebles situa-
dos en territorio español, así como los tene-
dores últimos. Las entidades que desarrollen 
en España, de modo continuado o habitual, 
explotaciones económicas diferenciables de 
la simple tenencia o arrendamiento. Las so-
ciedades que coticen en mercados secunda-
rios de valores reconocidos (incluso cuando 
la propiedad se tenga de forma indirecta a 
través de una entidad con derecho a la apli-
cación de un convenio para evitar la doble 
imposición internacional con cláusula de 
intercambio de información); las entidades 
sin ánimo de lucro de carácter benéfi co o 
cultural, reconocidas por un Estado con el 
que España tenga un CDI y siempre que se 
dediquen a esos fi nes. Aspectos sobre los 
que volveremos después.

El Reglamento del IRNR concreta en su 
art. 20.2 el apartado c del art. 42, al defi nir 
lo que se considerará una “explotación eco-
nómica diferenciable de la simple tenencia 
o arrendamiento”. Se exige 1º que el valor 
real del inmueble o inmuebles no exceda de 

profesora Moreno González (168), por la 
disposición adicional 6º de la Ley 18/1991, 
reguladora del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, incluida en la actua-
lidad en el Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes, que procede del Derecho tribu-
tario francés con el objetivo de crear una 
norma antielusión, con la misión de luchar 
contra la evasión y el fraude fi scal a través 
de sociedades extranjeras. Se pretendía ata-
car operaciones circulares en las que un 
residente español, persona física, se servía 
de sociedades instrumentales extranjeras, 
normalmente en paraísos fi scales, para ad-
quirir inmuebles, con la fi nalidad de eludir 
los impuestos que gravarían la tenencia y 
transmisión de inmuebles si esa persona los 
hubiese adquirido directamente.

El artículo 40 IRNR dispone que las en-
tidades no residentes que sean propietarias o 
posean en España, por cualquier título, bienes 
inmuebles o derechos reales de goce o disfrute 
sobre éstos, estarán sujetas al impuesto me-
diante un gravamen especial. 

La primera consideración está en que 
parece que el Legislador ha decidido no 
vincular el sujeto pasivo del Gravamen 
especial con el titular catastral, lo que su-
pone una ampliación de los supuestos de 
tributación en relación con los obligados 
tributarios del Impuesto sobre Bienes In-
muebles. La enumeración de derechos del 
artículo 9 del RDL 1/2004 de 5 de marzo, 
cuya titularidad en el Catastro conlleva la 
asimilación a la de obligado tributario (art. 
10.1), se refi ere a cuatro Derechos reales, a) 
concesión administrativa sobre el inmueble 
o sobre los servicios a que se halle afecto b) 
Derecho real de superfi cie c) derecho real 
de usufructo d) derecho de propiedad.

(168) MORENO GONZÁLEZ, S., “Gravamen Es-
pecial sobre Bienes Inmuebles de Entidades no Residen-
tes”, en GALÁN RUÍZ, J.J., y CHICO DE LA CÁMARA, 
P., Fiscalidad Internacional (Convenios de doble imposi-
ción, Impuesto sobre la renta de no residentes y Ayudas de 
Estado), Aranzadi-Civitas, Madrid 2010. 
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las partes; el adquirente queda obligado a 
retener, debe proceder al pago desde la fe-
cha de la transmisión de la declaración del 
modelo 211 y a ingresar el importe retenido. 
El transmitente no residente debe declarar 
e ingresar el impuesto defi nitivo, mediante 
el modelo 212, compensando en la cuota 
el importe retenido por el adquirente, en el 
plazo de 4 meses desde la transmisión.

Quedan fuera del RDL 5/2004 de 5 de 
marzo algunos ámbitos que pueden afectar 
a no residentes como es el caso de coopera-
tivas y de entidades sin fi nes lucrativos y de 
los incentivos fi scales al mecenazgo. 

Respecto a las cooperativas la Ley 
27/1999 (170) en su disposición adicional 
novena y respecto al régimen tributario 
aplicable a las sociedades cooperativas sin 
ánimo de lucro remite a la Ley 20/1990 de 
régimen fi scal de cooperativas (171). Esta 
ley considera algunas cooperativas como 
protegidas en una serie de supuestos, a las 
que el art. 33 otorga una serie de benefi cios 
fi scales como una bonifi cación del 95% de 
la cuota en los tributos locales sobre activi-
dades económicas y sobre bienes inmuebles 
de naturaleza rústica de las Cooperativas 
Agrarias y de Explotación comunitaria de la 
Tierra, benefi cios que se pueden considerar 
extendidos por el art. 35 a las cooperativas 
de segundo grado en ciertos casos. Además 
la exención del Impuesto General sobre 
Tráfi co de Empresas en Canarias, Ceuta y 
Melilla excluye las ventas, entregas o trans-
misiones de bienes inmuebles (art. 33.5 y 
Disposición Adicional primera, tres, c).

Por su parte, el artículo 15.1 de la Ley 
49/2002 (172) exime del IBI los bienes de los 

5 veces el valor real de los elementos pa-
trimoniales afectos a una explotación eco-
nómica, si el inmueble sólo se utiliza par-
cialmente se reducirá proporcionalmente. 
2º que el volumen anual de operaciones de 
la explotación se igual o superior a cuatro 
veces la base imponible del gravamen o, 3º, 
igual o superior a 600.000 euros.

Se devenga el 31 de diciembre de cada 
año y deberá ingresarse en el enero siguien-
te. La cuota tributaria resulta de aplicar un 
tipo del 3% sobre el valor catastral o patri-
monial del inmueble.

Los obligados a declarar deben rellenar 
el modelo 213 (169), debiéndose presentar 
un impreso por cada inmueble, (por cada 
referencia catastral), con plazo de presen-
tación e ingreso de la declaración en el mes 
de enero posterior al gravamen anual de-
vengado el 31 de diciembre anterior. 

El art. 25.2 impone además al adqui-
rente de bienes inmuebles españoles que 
reciba el bien de un no residente sin EP, a 
retener e ingresar, desde el uno de enero de 
2007 el 3% (antes el 5%) de la contrapres-
tación acordada, en concepto de retención 
o ingreso a cuenta del IRNR. Esta retención 
obligatoria presenta excepciones; cuando el 
transmitente titular del inmueble fuese una 
persona física y hubiese permanecido el 
inmueble en su propiedad por más de diez 
años, que acredite estar sujeto al IRPF o al 
IS mediante certifi cación o en los casos de 
aportación de inmuebles en la constitución 
y aumento de capital de sociedades residen-
tes. Además, si la retención no se ingresa, 
(art. 25.2 in fi ne IRNR) los bienes transmiti-
dos quedarán afectos al pago del impuesto.

El IRNR y la Orden ministerial citada 
producen una serie de obligaciones entre 

(169) Aprobado por la Orden ministerial 
HAC/3626/2003, de 23 de diciembre, por la que se 
aprueban los modelos de declaración 210, 215, 212, 
211 y 213 del Impuesto sobre la Renta de no Residen-
tes. BOE 30 de diciembre 2003 núm. 312. Apartado 
tercero.

(170) Ley 27/1999, de 16 de julio, de cooperativas. 
BOE 17 julio 1999, núm. 170.

(171) Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Ré-
gimen Fiscal de las Cooperativas, BOE de 20 diciembre 
1990, núm. 304.

(172) Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régi-
men fi scal de las entidades sin fi nes lucrativos y de los 
incentivos fi scales al mecenazgo, BOE 24 diciembre 
2002, núm. 307.
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Por su parte el Reglamento de aplicación 
(173) de esta ley hace una modifi cación en 
el art. 57 del Reglamento del Impuesto so-
bre Sociedades (RD 537/1997), para armo-
nizar plenamente la regulación del Impues-
to sobre Sociedades y el IRPF en materia de 
retenciones e ingresos a cuenta respecto de 
los rendimientos procedentes del arrenda-
miento o subarrendamiento de inmuebles 
urbanos (Disposición Final Tercera. Uno).

También podemos citar la Ley 36/2006 
o, en el mismo sentido, el Real Decreto 
1804/2008 (174), que también modifi ca el 
reglamento 1270/2003,

No se plantea la situación de entidades 
sin fi nes lucrativos extranjeras, ya que la 
ley prevé las exenciones en materia de tri-
butos locales sobre IBI, Actividades econó-
micas y sobre Incremento de valor de los 
terrenos de naturaleza urbana a toda enti-
dad sin fi n lucrativo reconocida como tal. 
Ese reconocimiento no se hace depender de 
la residencia. El art. 2 menciona expresa-
mente a las delegaciones de las fundacio-
nes extranjeras inscritas en el Registro de 
Fundaciones (apartado d), o las organiza-
ciones no gubernamentales de desarrollo a 
las que se refi ere la ley 23/1998 de coope-
ración internacional para el desarrollo. La 
consideración de entidad sin fi n lucrativo 
dependerá de su califi cación según la legis-
lación interna de cada país, que en España 
serán las entidades recogidas en el artículo 
2 de la Ley 49/2002 que cumplan los requi-
sitos del artículo 3, (fi nes de interés general 
a los que se dedican al menos el 70% de los 
ingresos y que la actividad no consista en 
explotaciones económicas ajenas a su pro-

que sean titulares, en los términos previstos en 
la normativa reguladora de las Haciendas loca-
les, las entidades sin fi nes lucrativos, excepto 
los afectos a explotaciones económicas no exen-
tas del Impuesto de Sociedades. El apartado 3 
exime del impuesto sobre el Incremento de 
Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana 
cuando la obligación recaiga sobre una enti-
dad sin fi nes lucrativos, aunque condiciona-
do a que los terrenos cumplan los requisitos 
establecidos para aplicar la exención en el 
IBI. El apartado 4 condiciona la aplicación 
de la exención a la comunicación de la enti-
dad al ayuntamiento correspondiente. Ade-
más se incluyen previsiones en relación con 
las rentas procedentes de la transmisión de 
inmuebles (art. 3.2.b). (También se decla-
ran exentas las rentas obtenidas son contra-
prestación, las procedentes de patrimonio 
mobiliario e inmobiliario, los dividendos, 
intereses, cánones y alquileres; las derivadas 
de adquisiciones, por cualquier título, de 
bienes o derechos, las obtenidas de explota-
ciones económicas exentas y las atribuidas 
por la normativa tributaria a las entidades 
sin fi nes lucrativos).

Además se disponen una serie de deduc-
ciones por las donaciones realizadas a favor 
de entidades benefi ciarias de mecenazgo, 
(caso del art. 20 respecto al impuesto de so-
ciedades, 19 por IRPF), que también afec-
ta (art. 21) a los contribuyentes del IRNR 
sin establecimiento permanente. A los no 
residentes contribuyentes del IRNR podrán 
aplicar el 25% de la base de la deducción 
por hechos imponibles acaecidos en el 
plazo de un año desde la donación, con 
un límite de deducción del 10% de la base 
imponible. En el caso de que tengan EP si 
excede la cantidad del 10% se podrá aplicar 
a los períodos impositivos que concluyan 
en los diez años siguientes, aplicándosele 
las deducciones establecidas para los suje-
tos pasivos del IS. También estarán exentas 
las ganancias patrimoniales y rentas con 
ocasión de donativos, donaciones y apor-
taciones realizadas a favor de las entidades 
benefi ciarias del mecenazgo.

(173) Real Decreto 1270/2003, de 10 de octubre, 
por el que se aprueba el Reglamento para la aplicación 
del régimen fi scal de las entidades sin fi nes lucrativos y 
de los incentivos fi scales al mecenazgo. BOE 23 octubre 
2003 núm. 254.

(174) Real decreto 1804/2008, de 3 de noviem-
bre, por el que se desarrolla la Ley 36/2006, de 29 de 
noviembre, de medidas para la prevención del fraude 
fi scal. BOE 18 noviembre.
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Europea. Regulación específi ca que trae cau-
sa en las competencias de la Unión en mate-
ria de mercado, así como la obligación de los 
Estados Miembros de respetar los principios 
y objetivos de la Unión tales como la libre 
circulación de mercancías y capitales. 

Así, además de particularidades como 
las comentadas, el art. 46 del RD 5/2004, 
Ley impuesto sobre la Renta de no Residen-
tes, establece para las personas físicas que 
acrediten ser residentes en algún Estado 
miembro de la Unión Europea y que ha ob-
tenido como mínimo el 75% de la totalidad 
de su renta en España por rendimientos del 
trabajo o de actividades económicas, la po-
sibilidad de tributar por IRPF siempre que 
hayan tributado por IRNR. La renta grava-
ble será la totalidad de rentas obtenidas en 
España por el contribuyente que se acoge al 
régimen opcional. Todo ello sin perder la 
condición de contribuyentes del IRNR. 
Además quedan excluidos, art. 46.7, los re-
sidentes en países o territorios califi cados 
reglamentariamente como paraísos fi scales 
(como por ejemplo Malta).

Además, la ley 2/2010 (176), en su ar-
tículo cuarto modifi ca el Texto Refundido 
de la Ley del Impuesto sobre la renta de no 
residentes, en especial en materia de rentas 
sin mediación de establecimiento perma-
nente, añadiendo el apartado 6 al artículo 
24, en relación con los residentes en otros 
Estados de la UE sin EP. Lo que se hace es 
que puedan regirse por la legislación nacio-
nal prevista para los residentes, de forma 
que, (inciso primero), podrán deducir los 
gastos previstos en la ley de IRPF, socieda-
des, renta de no residentes y de patrimonio, 
siempre que se acredite que son gastos rela-
cionados directamente con los rendimien-
tos obtenidos en España y que tienen un 

yecto…). Estos requisitos no plantean pro-
blemas conforme veremos a continuación 
en la jurisprudencia del TJUE, puesto que 
no implican en ningún caso la residencia en 
España de la entidad.

Las fundaciones también tienen un ré-
gimen singular, la Ley 50/2002 (175) de 
fundaciones. Como novedad esta ley queda 
circunscrita, en lo que respecta a las fun-
daciones extranjeras, a que éstas actúen en 
España de manera estable. El artículo 7.1 
obliga a que mantengan una delegación en 
territorio español que constituirá su domi-
cilio, y deberán inscribirse en el Registro 
de Fundaciones competente en función del 
ámbito territorial en que desarrollen prin-
cipalmente sus actividades (autonómico o 
supraautonómico), pudiendo ser denegada 
la inscripción cuando sus fi nes no sean de 
interés general conforme al ordenamiento 
español (art. 7.2).

Quedan, pues, sometidas al régimen 
previsto para las fundaciones españolas, que 
supone la aplicación de la ley 49/2002 y las 
exenciones respectivas. De hecho, esta ley 
incluye como entidades sin fi nes lucrativos 
(art. 2) a las fundaciones, las asociaciones 
declaradas de utilidad pública, o a las de-
legaciones de fundaciones extranjeras ins-
critas en el Registro de Fundaciones entre 
otras. En este sentido se hace referencia a 
algunas fundaciones de estatuto fi scal espe-
cial con el objeto de aplicarles automática-
mente las exenciones que les correspondan, 
como en la disposición adicional octava, 
fundaciones de entidades religiosas,  dispo-
siciones adicionales octava y novena, refl ejo 
de los acuerdos con la Santa Sede y las dis-
tintas entidades religiosas, o la disposición 
adicional quinta, sobre régimen tributario 
de la Cruz Roja y la ONCE, entre otras.

Encontramos una regulación específi ca 
para los supuestos de residentes en la Unión 

(175) Ley 50/2002, de 26 de diciembre de Funda-
ciones, BOE 27 diciembre 2002, núm. 310.

(176) Ley 2/2010, de 1 de marzo, por la que se 
trasponen determinadas directivas en el ámbito de la 
imposición indirecta y se modifi ca la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes para adaptarla a la nor-
mativa comunitaria. BOE 2 de marzo 2010, núm. 53.
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do de la Directiva 77/799/CEE (177) (que 
en su art. 2 cita los bienes inmuebles, en 
relación con los benefi cios por su enajena-
ción). De ser así, tercero, si las obligaciones 
derivadas de esa Directiva se oponen a la 
exclusión de la exención de esas sociedades 
por parte de Convenios bilaterales.

Cuarto, si los arts. 52 y ss. y 73 B y ss. 
del Tratado CE obligan a un Estado miem-
bro que ha celebrado un convenio con cláu-
sula de no discriminación a otorgar ventajas 
idénticas a las de las personas jurídicas con 
sede en otro Estado miembro, en el caso de 
que posean inmuebles y el segundo Estado 
miembro no esté vinculado al primero por 
una cláusula equivalente.

La corte responde sólo al caso en que 
ambos estados sean miembros. Así, respec-
to a la segunda pregunta dice que la enu-
meración de la Directiva no es exhaustiva, 
siendo aplicable al litigio, es decir, sí cons-
tituye un impuesto de naturaleza análoga a 
los contemplados en el 1.3 de la Directiva 
77/799, sobre elementos del patrimonio, en 
el sentido del art. 1.2. 

Tercero, distingue las obligaciones de 
la Directiva de las del Convenio. Las de 
la Directiva, artículo 1, apartados 1, 3 y 4, 
obligan a intercambiar información incluso 
sin solicitud previa. Además ambos textos 
crean obligaciones de idéntica naturaleza. 
La Directiva no impide el CDI.

Cuarto, efectivamente el artículo 73 B 
(art. 56 CE) se opone a una normativa que 
exime del impuesto de los inmuebles poseí-
dos en Francia por personas jurídicas a las 
sociedades establecidas en Francia, y supe-
dita la exención, en el caso de sociedades 
establecidas en otro Estado miembro, a la 
existencia de un convenio de asistencia ad-
ministrativa, es decir, se opone al crear una 

vínculo económico directo e indisociable 
con la actividad realizada en España. En su 
inciso segundo se aplicará igualmente a las 
ganancias patrimoniales la Ley 35/2006 con 
excepción del artículo 94.1.a).

En este sentido, para fi nalizar, queremos 
destacar la infl uencia de la Unión Europea 
en este ámbito, infl uencia que podemos ver 
a través de algunas sentencias del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea.

Para no alargarnos sólo nos referiremos 
a cuatro sentencias, los casos Elisa, Rimaud, 
Centro di Musicologia y Persche. 

Especialmente interesante, por poder 
plantear problemas de compatibilidad entre 
el gravamen especial sobre bienes inmue-
bles de entidades no residentes y el derecho 
de la Unión, es la STJCE de 11 de octubre 
de 2007, Européene et Luxembourgeoise 
d’investissements SA (ELISA)/Director géne-
ral des impôts (TJCE 2007/26). Se resuelven 
varias cuestiones prejudiciales en torno a 
la compatibilidad del Derecho comunitario 
con “el impuesto sobre el valor de mercado 
de los inmuebles poseídos en Francia por 
personas jurídicas”, que es en el que se ha 
inspirado el Gravamen Especial sobre Bie-
nes Inmuebles de Entidades No Residentes 
de España, y ambos presentan similitudes 
en el sistema de exenciones. 

Esa sociedad tenía varios inmuebles no 
afectos a actividad económica alguna, y es-
taba sujeta a un gravamen del 3% sobre el 
valor de mercado de los bienes inmuebles 
ya que era un tipo de sociedad holding ex-
cluida de la aplicación del CDI Francia y 
Luxemburgo y por ello no podía benefi ciar-
se de la exención del CDI. 

El juez francés hace cuatro preguntas, 
primero si los artículos 53 y siguientes y 73 
B y ss. del Tratado CE se oponen a los 990 D 
y ss. del code général des impôts, (por el que 
se excluye de la exención de ese impuesto a 
las personas jurídicas con sede de dirección 
efectiva en el territorio de otro país, inclu-
yendo miembros de la Unión). 

Segundo si ese impuesto constituye un 
impuesto sobre el patrimonio  en el senti-

(177) Directiva 77/779/CEE del Consejo, de 19 de 
diciembre de 1977, relativa a la asistencia mutua de las 
autoridades competentes de los Estados miembros en el 
ámbito de los impuestos directos y de los impuestos so-
bre las primas de seguros.
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No obstante la sentencia fi naliza dicien-
do que el artículo 40 del Acuerdo sobre el Es-
pacio Económico Europeo, de 2 de mayo de 
1992, no se opone a una normativa nacional 
como la controvertida en el asunto principal, 
que exime del impuesto sobre el valor de mer-
cado de los inmuebles sitos en el territorio de 
un Estado miembro de la Unión Europea a 
las sociedades que tengan su domicilio social 
en el territorio de este Estado y que sujete tal 
exención, respecto a una sociedad cuyo domi-
cilio social se encuentre en el territorio de un 
Estado tercero miembro del Espacio Económi-
co Europeo, a la existencia de un convenio de 
asistencia administrativa celebrado entre di-
cho Estado miembro y ese Estado tercero con 
el fi n de luchar contra el fraude y la evasión 
fi scales o a la circunstancia de que, con arre-
glo a un tratado que contenga una cláusula de 
no discriminación por razón de nacionalidad, 
tales personas jurídicas no deban estar suje-
tas a una tributación más gravosa que aquella 
a la que están sujetas las sociedades estableci-
das en el territorio de un Estado miembro.

En otro ámbito, el de las fundaciones, 
tenemos la sentencia del centro de Musi-
cología Walter Stauffer, STJUE 2006/254 
de 14 de septiembre 2006. El Bundesfi nan-
zhof de Alemania realiza una petición de 
decisión prejudicial ante un litigio entre el 
centro de musicología citado, fundación de 
Derecho italiano, y el Finanzamt München 
for Körperschaften, en relación con deter-
minados rendimientos del impuesto sobre 
sociedades. La legislación alemana eximía 
del impuesto por los ingresos por arrenda-
miento percibidos en el territorio nacional a 
las fundaciones de utilidad pública propias, 
sujetas por obligación personal, pero no a 
las fundaciones en situación similar esta-
blecidas en otro Estado, sujetas por obliga-
ción real. La sentencia considera que el artí-
culo 73 B del tratado CE, en relación con el 
art. 73 D, debe interpretarse como opuesto 
a que un Estado miembro, que exime del IS 
a las fundaciones de utilidad pública en él 
establecidas, niegue esa misma exención a 
fundaciones de Derecho privado de utilidad 

situación más gravosa para las personas ju-
rídicas establecidas en otros estado miem-
bro que la que se aplica a las sociedades es-
tablecidas en Francia y sin permitir acredi-
tar la identidad de sus accionistas personas 
físicas.

En el mismo sentido ocurre con el la 
Sentencia de 28 de octubre 2010/329, el 
caso Établissements Rimbaud SA contra Di-
recteur général des impots y otros. En este 
caso se solicita una decisión prejudicial 
sobre la interpretación del artículo 40 del 
Espacio Económico Europeo de 2 de mayo 
de 1992. Nuevamente en relación con el 
impuesto francés sobre el valor de mercado 
de los inmuebles poseídos en Francia por 
personas jurídicas. Rimbaud, con domici-
lio fi scal en Liechtenstein, es propietaria de 
un inmueble en Francia. La Administración 
francesa emitió una providencia de apre-
mio a cargo de Rimbaud respecto a los años 
1988 a 1997 y posteriormente 1998 a 2000. 
Señala que en principio debe abonar el im-
puesto de acuerdo con el Código general de 
impuestos francés. 

En el apartado 17 señala que los movi-
mientos de capital del art. 40 comprenden 
las operaciones en las que se efectúan in-
versiones inmobiliarias en territorio de un 
Estado miembro (Directiva 88/361 anexo 
I). De forma que Rimbaud realizó una in-
versión inmobiliaria en Francia, lo que 
constituye un movimiento de capital, por 
lo que es aplicable el art. 40 y el anexo XII 
del Acuerdo EEE (RCL 1994, 943).

La Corte considera que la normativa con-
trovertida (ese impuesto francés) constituye 
una restricción al principio de libre circula-
ción de capitales, prohibido por el artículo 
63 del TFUE, haciendo menos atractiva la in-
versión inmobiliaria en Francia para algunas 
personas jurídicas residentes en la Unión 

La sentencia Rimbaud en su apartado 23 
ofrece la que podríamos considerar regla, al 
decir que, si bien la fi scalidad directa es com-
petencia de los Estados miembros, estos deben 
ejercer tal competencia respetando el Derecho 
de la Unión.
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muestra cómo detrás de la redacción de un 
artículo de una ley interna, que es aproba-
da en ejercicio de un competencia plena del 
Estado, encontramos elementos que traen 
su explicación y su fundamento último en 
el Derecho de la Unión; ni siquiera en aque-
llos ámbitos de competencia exclusiva del 
Estado éste puede actuar de forma contra-
ria a los principios de la Unión, lo que dota 
a los principios de la Unión y en particular 
en el derecho tributario de la Unión Euro-
pa de una extraordinaria vis expansiva que 
debemos tener en cuenta para la correcta 
comprensión, aplicación o gestión de la 
normativa tributaria interna, convirtiendo 
a los principios de la Unión en principios 
para-constitucionales, por estar contenidos 
en tratados internacionales que, como sabe 
nuestro lector, tienen rango supralegal aun-
que infra constitucional, al menos en cuan-
to a la supremacía se refi ere (178).

Recapitulación y resultados

En las páginas anteriores hemos inten-
tado realizar un recorrido general sobre la 
legislación internacional e interna en rela-
ción a la tributación de bienes inmuebles 
poseídos o propiedad de Estados extranje-
ros, Organizaciones Internacionales y no 
residentes.

En la primera partes hemos tratado so-
bre los inmuebles propiedad de Estados 
extranjeros, que conforme al derecho in-
ternacional y en una serie de casos gozan 
de exención bajo los supuesto establecidos 
principalmente en las Convenciones de Vie-
na. En ese análisis hemos intentado esbozar 
brevemente algunos de los problemas que 
pueden plantear, desde la vinculación del 

pública reconocida únicamente por, al estar 
establecidas en otro Estado, estar sujetas al 
impuesto por obligación real.

Similar a la anterior es la Sentencia 
Persche, STJCE 2009/13 de 27 de enero 
2009. Afectando a los artículos 56 a 58 del 
antiguo CE, un asesor frente el Finanzamt 
Lüdenscheid (Alemania) en relación con la 
deducibilidad de una donación en especie 
realizada a favor de un organismo de uti-
lidad pública reconocida situado en Portu-
gal, en el impuesto de la renta. El tribunal 
se opone a la normativa que sólo concede la 
deducción fi scal en relación con las dona-
ciones hechas a favor de organismos nacio-
nales, debiendo concederse también en el 
caso de donaciones a establecimientos que 
cumplen los requisitos establecidos pero 
que están en el extranjero. Esas donaciones 
puede comprender tanto cantidades de di-
nero como bienes muebles e inmuebles. 

De esta forma vemos cómo el Derecho 
Comunitario está infl uyendo en la capacidad 
de los Estados de hacer tributar las propie-
dades inmuebles propiedad de residentes en 
la Unión Europea. En este sentido debemos 
destacar la similitud del caso Elisa con la le-
gislación española, que igualmente establece 
unas exenciones (art. 42 IRNR), en particu-
lar la 42.B muy similar al supuesto tratado en 
la sentencia. Pero en el caso español se admi-
te la posibilidad de declarar quiénes son las 
personas físicas tenedoras últimas de su capital 
(art 42.b último párrafo), por lo que cumple 
la parte fi nal del fallo Elisa, que dice, que la 
legislación francesa, por otra parte, no permite 
que las sociedades establecidas en otro Estado 
miembro aporten pruebas que puedan acreditar 
la identidad de sus accionistas personas físicas.

Estos efectos se trasladan a los residen-
tes en otros Estados miembros de la Unión, 
pero no, como se desprende de la sentencia 
Rimbaud, a los países que forman parte del 
Espacio Económico Europeo (Islandia, Lie-
chtenstein y Noruega), en los que no es de 
aplicación la Directiva 77/799 CEE.

Por consiguiente la jurisprudencia en 
materia tributaria del TJUE comentada 

(178) Sobre la primacía del derecho comunitario y 
la supremacía de la Constitución Cf. STC  1/2004 de 13 
diciembre, en especial su fundamento jurídico 4º.
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2 de 5 de marzo de 2004, por el que es-
tán exentos los inmuebles a los que sea de 
aplicación la exención en virtud de convenios 
internacionales en vigor y, a condición de re-
ciprocidad, los de los Gobiernos extranjeros 
destinados a su representación diplomática, 
consular, o a sus organismos ofi ciales. Esta 
redacción en realidad, como hemos visto, 
haría innecesario la referencia del 62.1.c, a 
la Iglesia católica, al verse éstos incluidos 
en la redacción del apartado e. No obstante, 
puede justifi carse su especifi cación ratione 
materia, por la vinculación con el artículo 
16 y su estrecha vinculación con los acuer-
dos de cooperación con otras asociaciones 
confesionales.

En nuestra opinión el art. 62.1.e, del 
RDL n. 2 de 5 de marzo de 2004, no es en 
realidad un supuesto de exención del Im-
puesto de Bienes Inmuebles, sino una nor-
ma derivativa que reenvía de forma genéri-
ca a la verdadera normativa aplicable donde 
se encuentra la exención, el acuerdo con un 
Estado u Organización Internacional y las 
misiones diplomáticas a título de recipro-
cidad. Es el refl ejo en la normativa interna 
de las obligaciones asumidas por España en 
el plano internacional, de hecho, en el caso 
de la derogación o desaparición en la ley in-
terna de ese epígrafe, no se vería afectada la 
exención, que seguiría siendo oponible por 
la Organización Internacional o el Estado, 
incurriendo España, en el supuesto de que 
incumpliese sus obligaciones, en un ilícito 
internacional.

Podremos concluir que, salvo los in-
muebles en los que se lleven acabo activi-
dades de OO.II., así como aquellos en los 
que otros Estados realicen actividades so-
beranas con acuerdo con España, deberán 
someterse a la imposición del IBI.

Esto puede presentar problemas y altas 
dosis de evasión por parte de los propieta-
rios no inscritos en el Registro. Queremos 
no obstante aprovechar estas líneas para re-
cordar algunos medios de que dispondrá la 
Administración para incentivar el pago. Por 
un lado, ya sabemos que el IBI goza de rei-

poder tributario con la existencia misma del 
estado hasta el régimen de responsabilidad. 
En esa exposición también citamos algunos 
casos de exenciones previstas por Tratados 
Internacionales en ciertas materias espe-
cífi cas y en relación con bienes concretos, 
en este sentido nos hemos detenido breve-
mente en algunos supuestos complejos en 
los que las exenciones derivadas de trata-
dos internacionales derivan, por efecto del 
principio de igualdad de la Constitución, a 
exenciones de la legislación interna respec-
to a entidades igualmente internas, como 
es el caso del Acuerdo sobre Asuntos Eco-
nómicos con la Iglesia católica y las exen-
ciones otorgadas por la legislación interna a 
aquellas confesiones religiosas con las que 
se han realizado acuerdos de cooperación. 
También hemos incluido los supuestos de 
inmuebles que representan a Estados ante 
OO.II. situadas en España, con un sistema 
de exenciones grosso modo equivalente al 
de las embajadas.

Respecto al epígrafe segundo hemos 
procurado analizar los tratados y acuerdos 
respecto a las exenciones o no de los bienes 
propiedad de las Organizaciones Interna-
cionales. Procurando cierto orden crono-
lógico vemos cómo su origen enlaza con 
los privilegios de las Naciones Unidas, que 
vienen a adoptar con algunas matizaciones 
la regulación tradicional que el Derecho 
Internacional establecía para los Estados, 
y que básicamente son los privilegios que 
actualmente mantienen diversas OO.II., in-
cluyendo a la propia Unión Europea, como 
OO.II. de integración (179).

En último término, los dos primeros 
apartados sobre exenciones de Estados y 
Organismos Internacionales, son recondu-
cibles en el plano de la legislación interna 
en las exenciones del art. 62.1.e, del RDL 

(179) MANGAS MARTÍN, A., y LIÑÁN NOGUE-
RAS D.J., Instituciones y Derecho de la Unión Europea, 
editorial Tecnos, Madrid 2010. Entre otras pág. 49 y ss.
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afectos a actividades económicas, y las ga-
nancias patrimoniales que procedan, direc-
ta o indirectamente, de bienes inmuebles 
sitos en España o derechos que se cumplan 
o ejerciten en territorio español. 

Respecto a los rendimiento íntegros de 
capital inmobiliario el IRNR distingue si se 
opera con EP, los rústicos excepto cesión en 
arrendamiento o aparcería y los urbanos si 
cumplen una serie de requisitos (art. 27.2 
IRPF). Además, en caso de transferencia de 
la renta se establece una imposición com-
plementaria salvo a Estados miembros de la 
UE; así opera sin EP.

Los que procedan directa o indirec-
tamente de inmuebles, por ejemplo los 
alquileres, no presentan en ningún caso 
posibilidad de deducir, salvo el gravamen 
especial, y si el propietario es persona física 
por IRPF.

Además existe la tributación sobre las 
rentas imputadas o estimadas. Podemos 
añadir a estas tres fi guras las ganancias pa-
trimoniales de capital, el gravamen especial 
o el deber de retención en caso de compra 
de un inmueble a un no residente sin Esta-
blecimiento Permanente.

Los convenios de Doble Imposición de-
jan en la mayor parte de los casos la pre-
rrogativa de la tributación de los distintos 
inmuebles al país en el que estén sitos, lo 
que se puede poner en relación con la vin-
culación del poder tributario y la soberanía 
del Estado.

En este sentido cada país actúa dentro 
de su propia jurisdicción imponiendo dis-
tintos tributos sobre los inmuebles en gene-
ral y sobre los de aquellas personas, físicas 
o jurídicas, no residentes en particular. Así, 
sin especialidades, estos inmuebles tributa-
rán con normalidad en el IBI, el IVATNU, y 
además encontramos, en la ley sobre el im-
puesto de la renta de no residentes esa serie 
de normas específi cas, que obligan a la re-
tención del comprador de un porcentaje o 
que imponen sobre los inmuebles poseídos 
por personas jurídicas el gravamen especial 
sobre bienes inmuebles.

persecutoriedad sobre los bienes gravados, 
lo que proporciona una mayor garantía en 
el cobro, permitiendo incluso el embargo y 
venta del bien para sufragar el Impuesto. 

En este sentido el artículo 64 del RDL 
2/2004 por el que se aprueba el texto refun-
dido de la ley reguladora de las haciendas 
locales, dispones que en los supuestos, por 
cualquier causa, en la titularidad de los de-
rechos que constituyen el hecho imponible de 
este impuesto, los bienes inmuebles objeto de 
dichos derechos quedarán afectos al pago de 
la totalidad de la cuota tributaria, en régimen 
de responsabilidad subsidiaria, en los térmi-
nos previstos en la Ley General Tributaria.

Además, podría resultar de utilidad que 
el legislador incluyese la presunción por 
la cual aquellos bienes inmuebles que han 
sido abandonados y que no han abonado 
ese tributo en los 30 años anteriores pasa-
sen a ser de titularidad estatal. Esa fecha co-
nocida por el catastro puede operar como 
elemento de prueba del paso del período 
de prescripción del derecho de propiedad, 
pasando a pertenecer al Estado en virtud 
del artículo 17 de la LPAP. Esa presunción 
sería, obviamente, iuris tantum, ya que en 
todo caso deberá respetarse el funciona-
miento de la prescripción que parte de la 
posesión o su ausencia 

Respecto a la tributación de los inmue-
bles propiedad de no residentes debemos te-
ner en cuenta, por un lado, que ciertas fi gu-
ras impositivas como el Impuesto de bienes 
inmuebles, son indiferentes a la residencia 
del sujeto, siendo el obligado tributario el 
titular de los derechos reales respectivos. 

En esta línea, los convenios de doble 
imposición fi rmados por España con otros 
países establecen que de forma genérica los 
inmuebles situados en un país (así como las 
rentas de ellos generadas) tributarán priori-
tariamente en el país en el que estén sitos. 
En esos CDI las alternativas de tributación 
de los bienes inmuebles son los rendimien-
tos directos o indirectos de bienes inmue-
bles, las rentas imputadas a las personas 
físicas titulares de los bienes inmuebles no 
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ciertos requisitos, de ciertas bonifi caciones 
en tributos locales como el Impuesto sobre 
actividades económicas, el IBI o la exen-
ción del Impuesto General sobre tráfi co de 
empresas en Canarias, Ceuta y Melilla. 

Para fi nalizar hemos incluido algunas 
sentencias del TJUE que muestran cómo 
ciertos principios de la Unión, infl uyen en 
el plano tributario y llegan a explicar la re-
dacción de normas como el art. 42 de la ley 
del Impuesto sobre la renta de entidades no 
residentes, centrándonos en cuatro senten-
cias que tienen en mayor o menor medida 
trascendencia en la tributación de los bienes 
inmuebles. El valor de los principios comu-
nitarios vemos que afecta ya hoy a materias 
que a priori son competencias que permane-
cen en los Estados miembros, lo que implica 
un aumento de la complejidad y las relacio-
nes entre los sistemas tributarios europeos 
en un camino integrador que llegará hasta 
donde los Estados de la Unión quieran.
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